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1. Disposiciones generales

BOE núm. 203

COMUNIDAD AUTONOMA
DE CATALUÑA

21942 LEY 6/1993, de 15 de julio, reguladora de
los Residuos.

EL PRESIDENTE DE LA GENERALIDAD DE CATALUÑA

Sea notorio a todos los ciudadanos que el Parlamento
de Cataluña ha aprobado y yo. en nombre del Rey
y de acuerdo con lo que establece el artículo 33.2
del Estatuto de Autonomía de Cataluña, promulgo la
siguiente:

LEY 6/1993, DE 15 DE JULIO, REGULADORA
DE LOS RESIDUOS

La gestión de los residuos basada en un alto nivel
de protección del medio ambiente constituye un objetivo
prioritario en todo el mundo: Por ello, la ordenación de
esta gestión pública es objeto de preocupación a nivel
internacional y, muy especialmente, a nivel de la Comu­
nidad Europea, como se pone de relieve en la Directiva
91/156/CE, de 18 de marzo, y en la Directiva
91/689/CE, de 12 de diciembre, que modifican la ante­
rior normativa comunitaria sobre esta materia, atendien­
do las experiencias adquiridas y la adaptación al progreso
científico y técnico.

11

La gestión de los residuos que se generan en Cataluña
no ha alcanzado todavía la totalidad de los objetivos
propios de una política medioambiental dirigida a la pro­
tección del medio ambiente y a la mejora de la calidad
de vida. Por ello, en el marco de la normativa, las politicas
y las estrategias de la Comunidad Europea y de la legis­
lación básica del Estado, la Generalidad de Cataluña,
en el ámbito de sus competencias, debe intensificar su
acción de ordenación, ejecución y gestión en esta mate­
ria. Y esta acción pública debe apoyarse en la partici­
pación y la decidida colaboración de los productores
de residuos, de la gestión del sector privado y de los
ciudadanos en general. Por ello, es necesario intensificar
las acciones dirigidas a la información, sensibilización
y concienciación social.

111

La presente Ley adopta la terminología y las defi­
niciones de las directivas de la Comunidad Europea y
asume los objetivos y enfoques así como la estrategia
de las mismas, adaptados a las características, las pecu­
liaridades y las condiciones políticas y socioeconómicas
del territorio de Cataluña.

IV

La competencia para la gestión de los residuos es
compartida entre la Generalidad de Cataluña y los entes
locales que forman su organización territorial; por ello,
la Ley establece la delimitación de las funciones propias
de ambas instituciones públicas y el marco de las rela­
ciones interadministrativas básicas. Aunque la gestión
de los residuos municipales ha sido declarada servicio
público de prestación obligatoria por la legislación de
régimen local, la Generalidad de Cataluña, para alcanzar
un adecuado nivel de protección del medio ambiente
deberá velar por la prestación de las operaciones de
eliminación de residuos, en los términos de la presente
Ley, respetando las competencias locales.

V

Una gestión eficiente de los poderes públicos, además
de velar por la valorización y la disposición responsable
de los residuos, debe promover las acciones más idóneas
dirigidas a reducir su producción.

La reducción y la valorización, así como la comer­
cialización de los residuos hacen indispensable la apli­
cación de las técnicas de recogida selectiva, reciclaje
y reutilización como primeras materias. Debe cuidarse
de que las operaciones de recogida, transporte, valo­
rización, comercialización de residuos y las de dispo­
sición de desperdicios, se lleven a cabo con un alto nivel
de protección del medio ambiente, y ello exige establecer
los correspondientes mecanismos de autorización, de
seguimiento y de control por parte de las administra­
ciones competentes. En consecuencia, es conveniente
establecer un sistema de asesoramiento y de asistencia
científica y técnica a los órganos de las administraciones
que tienen atribuidas las distintas competencias sobre
los residuos.

VI

Para alcanzar sus objetivos, la presente Ley declara
servicio público de titularidad de la Generalidad el tra­
tamiento de los siguientes residuos especiales: Los fri­
goríficos y demás aparatos que contienen c1orofluoro­
carburos, las pilas, los fluorescentes, las luces de vapor
de mercurio y los aceites.

También se declara servicio público la eliminación
de los residuos especiales en plantas externas.

La prestación de estos servicios públicos se llevará
a cabo preferentemente por sistemas de gestión indi­
recta, es decir, por concesión, concierto u otros, como
sistemas más adecuados por tratarse de una actividad
económica. .

En una segunda fase, la Generalidad podrá asumir
el servicio de' reciclaje de residuos no municipales en
libre concurrencia con la iniciativa privada, así como las
operaciones de tratamiento que permitan la valorización
de las demás categorías de residuos, o bien favorezcan
su tratamiento como fuente de energía o su eliminación.
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La prestación de estos servicIos devenga las tasas
que garanticen su autofinanciación en aplicación del prin­
cipio de «quien contamina paga».

VII

La atribución a los entes locales de un ámbito com­
petencial propio de amplio alcance, en aplicación del
principio de descentralización administrativa, debe con­
figurarse atendiendo la capacidad económico-financiera
y de gestión de los entes locales de Cataluña y la cir­
cunstancia de tratarse de una función compartida. Por
ello, debe instrumentarse en el campo de las relaciones
interadministrativas, un sistema específico de coopera­
ción económica de la Administración de la Generalidad
con los entes locales, en el marco del plan director de
inversiones locales de Cataluña.

VIII

Las nuevas políticas y estrategias sobre la gestión
de los residuos que orientan la presente Ley exigen a
la Administración de la Generalidad una ordenación inte­
grada de los residuos, con independiencia de su origen,
naturaleza o destino. Al mismo tiempo es preciso des­
tacar la posición relevante que tiene en la Ley el Pro­
grama de actuación de la Generalidad en la gestión de
los residuos. Este programa general intensifica de forma
muy notable la intervención de la Generalidad en la con­
secución del objetivo general de procurar una gestión
de residuos plenamente adaptada a las exigencias de
calidad medioambiental, de reducción y de valorización
,de las fracciones residuales aprovechables.

La Ley establece la integración de funciones en un
solo órgano y mejora la acción pública de la Adminis­
tración de la Generalidad mediante la acción de un ente
responsable que pueda dar una respuesta ágil y eficiente
a la compleja problemática de los residuos, que abarca
desde actos de policía administrativa y de autorización
y registro de actividades, hasta la promoción de obras
e instalaciones, cualquiera que sea su sistema de gestión.

Por todo ello, la Ley transforma la actual Junta de
Residuos en una Entidad pública acogida al Estatuto de
la Empresa pública catalana regulada por la Ley 4/1985,
de 29 de marzo, y otorgándole todas las funciones que
sobre ordenación y gestión de los residuos ostenta el
Departamento de Medio Ambiente. Ello dota al nuevo
ente de una potestad operativa, ya sea en régimen admi­
nistrativo o privado, más cercana a los instrumentos de
Empresa, acorde con el ejercicio de sus funciones.

IX

La Ley propicia una política de gestión de los residuos
basada en la colaboración de los productores y los ges­
tores de residuos. Aun así, es necesario dotar a la Admi­
nistración de la Generalidad y a los entes locales, según
la distribución de competencias sobre esta materia, de
los instrumentos coercitivos adecuados y proporciona­
dos para poder garantizar el cumplimiento de las pres­
cripciones legales y la corrección de las infracciones.

X

Atendiendo todas estas consideraciones, la Ley, en
sus tres titulas y en sus disposiciones adicionales y fina­
les, regula con carácter general la gestión de los residuos
que se originan o bien se gestionan en el ámbito terri­
torial de Cataluña, excluidos los radiactivos, los mineros,
los agropecuarios que no se utilicen exclusivamente en
la explotación agraria que los genera, los explosivos des­
clasificados, los que se gestionen como aguas residuales
y los efluentes gaseosos emitidos a la atmósfera. Esta
regulación parte de un amplio cuadro de definiciones

adoptadas de las directivas comunitarias sobre esta
materia, con el objetivo de instituir una terminología
común que permita superar lo que hasta ahora ha sido
un foco de conflicto en la delimitación competencial y
en la determinación de responsabilidades, fijando los
objetivos básicos de la protección de la salud de las
personas y del medio ambiente, así como la preservación
de la naturaleza.

En el título primero, la Ley ordena el conjunto de
la acción pública necesaria para la consecución de estos
objetivos, bajo los principios generales de reducción y
valorización de los residuos y suficiencia de las insta­
laciones. Establece las obligaciones del productor, del
poseedor y del gestor de residuos y ordena los prin­
cipales instrumentos y técnicas a utilizar, con una espe­
cial regulación de las actuaciones de reciclaje, de tra­
tamiento y de eliminación y de las tasas que devenga
este servicio. Regula asimismo las competencias y las
funciones de los entes locales y los principales instru­
mentos de gestión de este ámbito y crea el Fondo de
Gestión de Residuos como mecanismo específico de asis­
tencia de los entes locales de Cataluña por la Admi­
nistración de la Generalidad y de cooperación con los
mismos.

En el titulo segundo, la Ley regula la Junta de Residuos
y fija su naturaleza de Empresa pública; establece sus
funciones, su composición -que garantiza la participa­
ción de los entes locales, de las Empresas, de los Sin­
dicatos, del Consejo de Cámaras, de las Entidades eco­
logistas y del Gerente de la Junta de Saneamiento, para
asegurar la necesaria coordinación entre la actuación
de ambas Juntas-, y su organización, de carácter emi­
nentemente gerencial y, finalmente, determina su patri­
monio, sus recursos y su responsabilidad.

En el título tercero, la Ley regula el régimen sancio­
nador. Tipifica la infracciones, clasificadas en tres cate­
gorías: Muy graves, graves y leves, así como las san­
ciones que les corresponden.

La Ley establece los criterios para graduar estas san­
ciones, agrupados en dos apartados, los de carácter obje­
tivo y los de carácter subjetivo, estableciéndose deter­
minadas especialidades en los supuestos de afecciones
a la salud o a la seguridad de las personas y en aquellos
en que los beneficios de la infracción excedan el importe
de la sanción imponible. .

Se establece un límite para la aplicación de la rein­
cidencia, consistente éste en no poder ser apreciada
más que en el caso de las infracciones muy graves, ya
que los supuestos de concurrencia en las infracciones
graves y leves conllevan la elevación del grado de la
infracción.

La Ley desarrolla con amplitud el sistema de adopción
de medidas cautelares en supuestos de infracción con
constatación de daños al medio ambiente.

La Ley regula la prescripción de las infracciones y
de las sanciones con idénticos plazos, que son: a) Para
las infracciones muy graves y las correspondientes san­
ciones, cuatro años; b) para las infracciones graves y
las correspondientes sanciones, dos años, y c) para las
infracciones leves y las correspondientes sanciones, seis
meses.

Finalmente, la especialidad de la acción pública en
esta materia recomienda establecer una ordenación legal
de las funciones de inspección, que son reguladas en
el capitulo X del mismo título tercero.

La aplicación de la Ley exige el establecimiento de
una amplia gama de instalaciones y sistemas de gestión
y, por ello, las disposiciones finales fijan los plazos de
entrada en vigor de algunas de sus disposiciones.
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TITULO PRIMERO

Gestión de los residuos

CAPITULO PRIMERO

Disposiciones generales

Artículo 1.° Objeto.-Constituye el objeto de la pre­
sente Ley la regulación de la gestión de los residuos
en el ámbito territorial de Cataluña, en el marco de las
competencias de la Generalidad en materia de ordena­
ción del territorio, de protección del medio ambiente
y de preservación de la naturaleza.

Art. 2.° Objetivos.-El objetivo general de la presente
regulación es el de mejorar la calidad de vida de los
ciudadanos de Cataluña, obtener un alto nivel de pro­
tección del medio ambiente y dotar a los entes públicos
competentes por razón de la materia de los mecanismos
de intervención y control necesarios para garantizar que
la gestión de los residuos es llevada a cabo sin poner
en peligro la salud de las personas y sin perjudicar el
medio ambiente y, en particular:

a) Previniendo los riesgos para el agua, el aire, el
suelo, la flora y la fauna.

b) Eliminando las molestias por ruidos y olores.
c) Respetando el paisaje y los espacios naturales

y, en especial, los espacios protegidos.
d) Impidiendo el abandono, el vertido y, en general,

cualquier disposición incontrolada de los residuos.

Art.3.0 Definiciones.-l. Se entiende por:

a) Residuo: Cualquier sustancia u objeto de los que
su poseedor se desprenda o tenga la intención o la obli­
gación de desprenderse.

b) Productor: Cualquier persona, física o jurídica,
cuya actividad produzca residuos como productor inicial
y cualquier persona, física o jurídica, que efectúe ope­
raciones de tratamiento previo, de mezcla o de otro tipo
que ocasionen un cambio de natrualeza o de compo­
sición de estos residuos.

c) Poseedor: El productor de los residuos o la per­
sona física o jurídica que los tenga en posesión y no
tenga la condición de gestor de residuos.

d) Gestión: La recogida, el transporte, el almacena­
miento, la v..lorización, la disposición del desperdicio y
la comercialización de los residuos, incluida la vigilancia
de estas operaciones y la vigilancia de los lugares de
descarga después de su clausura o cierre. No se con­
sidera gestión de residuos la operación de reciclaje en
origen de los residuos que se reincorporan al proceso
productivo que los ha generado.

e) Desperdicio: Residuos o fracciones no valoriza­
bies.

f) Valorización: Cualquiera de las operaciones enu­
meradas en el anexo 11.

c) Disposición del desper(:licio: Cualquiera de las
operaciones enumeradas en el anexo 1.

2. A efectos de la presente Ley, se entiende también
por:

a) Recogida: La operación consistente en recoger,
clasificar y/o agrupar residuos para transportarlos.

b) Transporte: La operación de traslado de los resi­
duos desde el lugar de recogida hasta las plantas de
reciclaje, tratamiento o disposición del desperdicio.

c) Almacenamiento: La operación de depósito tem­
poral de los residuos, previa a las operaciones de reci­
claje, tratamiento o disposición del desperdicio.

d) Comercialización: La operación de venta o trans­
ferencia de subproductos y materias o sustancias recu­
peradas para reincorporarlas al proceso productivo.

3. A efectos de la gestión, se entiende por:

a) Residuos municipales: Los residuos domésticos,
los de comercios y de oficinas y servicios, así como otros
residuos que, por su naturaleza o composición, pueden
asimilarse a los residuos domésticos.

b) Subproductos: Los residuos que pueden utilizarse
directamente como primeras materias de otras produc­
ciones o como sustituto de productos comerciales y que
son recuperables sin necesidad de someterlos a ope­
raciones de tratamiento.

c) Reciclaje: Las operaciones de recuperación de
subproductos de los residuos.

d) Tratamiento: La operación o conjunto de opera­
ciones de cambio de características físicas, químicas o
biológicas de un residuo a fin de· reducir o neutralizar
las sustancias peligrosas que contiene, recuperar mate­
rias o sustancias valorizabies del mismo, facilitar su uso
como fuente de energía o favorecer la disposición del
desperdicio.

e) Vertederos de residuos: La instalación de dispo­
sición del desperdicio que se utiliza para el depósito
controlado de éste en la superficie o bajo tierra.

f) Desechería: El Centro de recepción y almacena­
miento, selectivos, de residuos municipales que no son
objeto de recogida domiciliaria.

Art. 4.° Ambito de ap/icación.-l. Recaen en el
ámbito de aplicación de la presente Ley los residuos
que se originan en Cataluña y los que se gestionan en
su ámbito territorial.

2. Quedan excluidos de la aplicación de la presente
Ley:

a) Los residuos radiactivos.
b) Los residuos resultantes de la prospección, la

extracción, el tratamiento y el almacenamiento de recur­
sos minerales y de la explotación de canteras.

c) Los residuos de explotaciones agrícolas y gana­
deras qUjl no sean peligrosos y se utilicen exclusivamente
en el marco de la explotación agraria.

d) Los explosivos desclasificados.
e) Los residuos que se gestionan como aguas resi­

duales.
f) Los efluentes gaseosos emitidos a la atmósfera.

Art. 5.° Disposiciones específicas.-1. Mediante
disposición reglamentaria se regulará la gestión de deter­
minadas categorías de residuos cuya naturaleza, carac­
terísticas o especial problemática y cuya necesaria adap­
tación al progreso científico y técnico lo exijan.

2. Asimismo se regularán por disposición reglamen­
taria las distintas actividades de gestión de residuos.
En esta regulación podrán ser eximidos del régimen de
autorización determinadas actividades de reciclaje y de
tratamiento de residuos inertes y de residuos munici­
pales. En este caso, la inscripción en el Registro General
de Gestores de Residuos de Cataluña creado por el ar­
tículo 19 tiene carácter constitutivo.

CAPITULO 11

Acción de la Generalidad

Art. 6.° Programa genera/.-l. El Gobierno de la
Generalidad elaborará un programa de coordinación del
conjunto de acciones necesarias para:

a) Promover la minimización de los residuos y de
su peligrosidad.

b) Promover la recogida selectiva de residuos.
c) Valorizar los residuos.
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d) Utilizar los residuos como fu.ente de energía.
e) Disponer de los desperdicios.
f) Regenerar los espacios degradados por descar­

gas incontroladas.

2. Las acciones para la reducción y la valoración
de los residuos tienen. por el orden establecido en el
apartado 1. el carácter de prioritarios en la política
medioambiental de la Generalidad en esta materia.

3. La acción especificada en el apartado 1 se aten­
drá a las determinaciones. los principios y los criterios
que se señalan en los artículos 7. 8. 9.10.11.12 Y 13.

4. Serán incorporados programas de sensibilización
y concienciación social que susciten la participación y
la colaboración activa de los ciudadanos. las Empresas
y los demás productores.

5. El programa prestará apoyo a las iniciativas pri­
vadas en la gestión que garanticen suficientemente la
consecución de los objetivos de calidad medioambiental
y el principio de autosuficiencia que se fijan en los ar­
tículos 2 y 13. a).

Art. 7. 0 Acción de reducción.-l. Para la minimi­
zación de los residuos se fomentará:

al La aplicación de tecnologías que favorezcan la
reducción de los residuos. la concentración y el ahorro
de recursos naturales.

b) La fabricación. la comercialización y el uso de
productos cuyas características permitan su recupera­
ción o reutilización como subproductos o primeras
materias.

c) La aplicación de tecnologías adecuadas para el
tratamiento de las materias o sustancias peligrosas con­
tenidas en los residuos.

2. Podrán. asimismo. establecerse medidas orien­
tadas a reducir la producción de residuos y su peligro­
sidad mediante la aplicación. entre otras. de tasas o
demás tributos sobre la producción y la disposición del
desperdicio. Las medidas orientadas a la reducción de
envases y embalajes tienen carácter prioritario.

Art. 8. 0 Recogida selectiva.-1. Para la recogida
selectiva de residuos se atenderán sus posibilidades de
valoración y. en cualquier caso. los condicionantes que
imponen las estructuras y los actuales sistemas de ges­
tión de las distintas categorías de residuos.

2. Siempre que así resulte aconsejable. de acuerdo
con los requisitos y los condicionantes señalados en el
apartado anterior. el Gobierno de la Generalidad podría
imponer sistemas de recogida selectiva para determi­
nadas materias o sustancias y fomentarlos en cuanto
a otras.

3. La disposición del Gobierno de la Generalidad
que imponga a los municipios la recogida selectiva adi­
cional a la establecida por el artículo 46.2 será sometida
previamente a la Comisión de Gobierno Local de Cata­
luña.

4. La imposición del sistema de recogida selectiva
para residuos no municipales no generará obligaciones
económicas a los entes locales.

5. Los municipios gozan también de la potestad de
reglamentar la recogida selectiva de los residuos muni­
cipales atendiendo las determinaciones específicas que
resulten de la legislación de la Generalidad.

Art. 9. 0 Acciones de formación y conciencia­
ción.-En el marco del programa general definido por
el artículo 6 se elaborará y desarrollará una amplia campaña
de formación y concienciación ciudadaQa dirigida a:

al Informar de las consecuencias nocivas para el
medio ambiente que puede conllevar el uso incorrecto
de productos que generan residuos especiales.

b) Promover la participación activa en la implanta­
ción de la recogida selectiva.

c) Fomentar la disminución del uso de envases y
embalajes de productos. principalmente de los de difícil
reutilización o reciclaje.

d) Evitar la degradación de los espacios naturales
y promover su regeneración.

Art. 10. Valorización.-l. Para la valorización de
los residuos. se promoverán:

al Plantas de reciclaje y de tratamiento para deter­
minadas materias o sustancias.

bl Métodos. sistemas y técnicas de recuperación
de subproductos. .

c) Canales y mecanismos de comercialización de
los subproductos. sustancias y materias recuperados.

d) Demás acciones dirigidas a obtener primeras
materias secundarias o a utilizar los residuos como fuen­
te de energía.

2. La promoción de plantas de· reciclaje y de tra­
tamiento se llevará a cabo de acuerdo con las deter­
minaciones de la sección segunda del capítulo 111 del
título primero.

3. Las Administraciones Públicas procurarán esta­
blecer en sus actuaciones los instrumentos más
adecuados para favorecer el uso de subproductos recu­
perados. Asimismo. las Administraciones Públicas uti­
lizarán. cuando así sea posible. productos elaborados.
total o parcialmente. con materiales reciclados.

Art. 11. Uso energético.-f'ara la utilización de los
residuos como fuente de energía. podrán adoptarse las
siguientes medidas:

al La preparación de los residuos a fin de facilitar
su uso y comercialización como ,combustible.

b) La promoción de las técnicas y los sistemas de
aprovechamiento energético de los residuos.

Art. 12. Disposición de los desperdicios.-l. La dis­
posición de los desperdicios. tanto en origen como en
plantas externas. se sujeta al principio general de limi­
tación a las fracciones residuales no susceptibles de valo­
rización. En la valorización se tendrá en cuenta la posible
comercialización de los productos resultantes.

2. La disposición del desperdicio de los residuos
especiales queda limitada. además. a aquellas fracciones
residuales que resultan de procesos en los que se han
aplicado las medidas de reducción adecuadas. Transi­
toriamente. pueden ser objeto de las operaciones propias
de la gestión del desperdicio los residuos valorizables
que no puedan ser comercializados por la situación del
mercado en un determinado momento.

Art. 13. Principios de actuación.-Los programas de
actuación se orientarán hacia:

a) La suficiencia de las instalaciones de valorización
y de disposición del desperdicio para la gestión de todos
los residuos que se generan en Cataluña.

b) La gestión de los residuos originados tan sólo
en el territorio de Cataluña.

c) Estos programas se elaborarán en el plazo de
cuatro años.

Art. 14.' Téc[licas e instrumentos de actuación.-l. Pa­
ra hacer efectivo el principio establecido por el artículo 13.
pueden aplicarse las siguientes técnicas:

al Delimitar zonas del territorio a efectos de ads­
cripción de determinados residuos a instalaciones con­
cretas.

b) Someter a control previo las actuaciones de expe­
dición de residuos fuera de Cataluña y someter. asimismo.
a autorización la importación de residuos procedentes
de otros territorios. Para el otorgamiento de la auto-
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rización se atendrá a las determinaciones que resulten
del programa general ordenado por el artículo 6.

2. Los instrumentos de ordenación del territorio
incorporarán un estudio sobre la problemática de la ges­
tión de los residuos que Se originan en el respectivo
ámbito territorial de ordenación, de acuerdo con las
determinaciones de la presente Ley.

Art. 15. Regeneración de espacios degradados.-A
fin de regenerar los espacios degradados por descargas
incontroladas, los correspondientes programas atende­
rán a:

al QUe el responsable directo de la regeneración
sea la persona que ha efectuado la descarga y, soli­
dariamente, el productor o el poseedor del residuo.

b) Que es responsable subsidiario de la misma el
propietario de la finca donde se ha producido la descarga
o, en su caso, el titular del dominio público afectado.

c) Que las actuaciones de regeneración sean orde-
nadas por el Ayuntamiento o, en su caso, por el Consejo
Comarcal, donde está ubicado el espacio degradado.

d) Que la acción de gobierno de la Generalidad enca­
minada a la regeneración de los espacios degradados
de Cataluña sea llevada a cabo mediante la asistencia
y cooperación con los entes locales, y, si ello no fuera
suficiente, aplicando la subrogación o la ejecución sub­
sidiaria establecida en el artículo 136 de la Ley 8/1987,
municipal y de régimen local de Cataluña.

CAPITULO 111

Gestión

SECCiÓN PRIMERA. NORMAS GENERALES

Art. 16. Sobre el productor y el poseedor de resi­
duos.-l. El productor y el poseedor de residuos que
no estén adscritos a un servicio público de recepción
obligatoria pueden ge'stionar directamente los residuos
que generen o posean o bien entregarlos a un gestor
autorizado para la valorización o la disposición de los
desperdicios de los residuos, en las condiciones esta­
blecidas en la presente Ley y disposiciones específicas
o complementarias que regulen determinadas categorías
de residuos.

2. La gestión de los residuos por su productor o
poseedor se efectúa en origen o bien en instalaciones
externas.

3. La gestión de los resiudos en origen Se incluirá
en el acto de concesión de la licencia municipal para
el ejercicio de la actividad generadora de los residuos.
En la visita de comprobación, previa al ejercicio de la
actividad, Se velará específicamente por el cumplimiento
de las condiciones de la licencia referidas a la gestión
de los residuos y Se hará constar expresamente en el
acta de habilitación.

4. Para la gestión de los residuos en instalaciones
externas propias, el productor y el poseedor tienen, a
efectos de la presente Ley, la consideración de gestores
de residuos.

5. El municipio no se considerará productor ni
poseedor en cuanto a los residuos que adquiere y posee
como consecuencia de los servicios municipales de ges­
tión de residuos.

Art. 17. Obligaciones del productor y del poseedor
de residuos.-1. Son obligaciones del productor y del
poseedor de residuos:

a) Garantizar que los residuos que generen o posean
sean gestionados de acuerdo con las prescripciones de
la presente Ley.

b) Las demás impuestas por la presente Ley y dis­
posiciones específicas o complementarias que regulen
determinadas categorías de residuos.

2. Los productores de residuos, tomando en con­
sideración los condicionantes que imponen los actuales
procesos de producción, así como la tecnología dis­
ponible:

al Aplicarán tecnologías que permitan la reducción
de la producción de residuos.

b) Aplicarán las técnicas más adecuadas para la eli­
minación de las sustancias peligrosas contenidas en los
residuos.

Art. 18. Obligaciones del gestor de resi­
duos.-l. Son obligaciones del gestor de residuos:

a) Obtener, previamente, las licencias y las autori­
zaciones preceptivas para la construcción de las insta­
laciones y el ejercicio de las actividades.

b) Inscribirse como tal en el Registro General de
Gestores de Residuos de Cataluña.

c) Depositar la fianza y, en su caso, suscribir la
correspondiente póliza de seguro, a fin de responder
de los daños y perjuicios ocasionados, así como para
regenerar los reCUfSOS naturales o los espacios degra­
dados.

d) Circunscribir, en su caso, su actividad a las áreas
o zonas territoriales prefijadas.

e) Las demás impuestas específicamente por la pre­
sente Ley y disposiciones particulares o complementa­
rias que regulen determinadas categorías de residuos.

2. El gestor garantizará que las operaciones de ges­
tión Se lleven a cabo sin poner en peligro la salud de
las personas, sin utilizar procedimientos ni métodos que
perjudiquen el medio ambiente, que originen riesgos
para el aire, el agua o el suelo, la flora y la fauna, ni
que provoquen molestias por ruidos y olores, y sin atentar
contra el paisaje y los espacios y elementos especial­
mente protegidos.

3. Las obligaciones fijadas en el apartado 1 no afec­
tan al municipio en cuanto al servicio municipal de ges­
tión de residuos.

Art. 19. Registro General de Gestores de Resi­
duos.-l. Se crea el Registro General de Gestores de
Residuos de Cataluña, adscrito al Departamento de
Medio Ambiente.

2. En el Registro constarán, como mínimo:

a) La identificación del gestor.
b) La fecha de la autorización de la Administración

de la Generalidad para el ejercicio de la actividad de
gestión, cuando ésta sea preceptiva.

c) La modalidad y la cuantía de la fianza depositada
y, en su caso, el número de la póliza de seguro de la
responsabilidad civil.

3. El Departamento de Medio Ambiente comunicará
a los Entes locales afectados las inclusiones de gestores
de residuos en el Registro General.

SECCiÓN SEGUNDA. VALORIZACiÓN OE LOS RESIDUOS

Art. 20. Reciclaje y tratamiento en origen yen plan­
tas externas.-l. El reciclaje y el tratamiento de resi­
duos pueden ser efectuados en origen por el mismo
productor o bien en plantas externas.

2. La comercialización de los subproductos recupe­
rados en origen Se lleva a cabo ordinariamente a través
de la bolsa de residuos. La bolsa de residuos puede
utilizarse también para la comercialización de otros resi­
duos valorizables. La adquisición de estos residuos por
medio de la bolsa sólo puede Ser efectuada por gestores
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de residuos autorizados y la operación de transacción
debe comunicarse a la Junta de Residuos por el vendedor
y el comprador. La Junta de Residuos y los gestores
de la bolsa de residuos garantizarán la confidencialidad
de los datos obtenidos.

3. Los residuos que tengan garantizado el retorno
al origen mediante depósito u otro sistema no se incor­
porarán a los servicios municipales ni a los de la Admi­
nistración de la Generalidad.

4. Las operaciones de reciclaje y de tratamiento en
plantas externas están sometidas a las determinaciones
de los artículos 21, 22, 23, 24 Y 25 Y a las que resulten
del desarrollo reglamentario de la presente Ley. Las ins­
talaciones requieren, además, la previa autorización
administrativa de la Junta de Residuos, salvo en el caso
de exención que determina el artículo 5.2.

Art. 21. Principios de la acción de reciclaje y tra­
tamiento.-fl programa de promoción de reciclaje y tra­
tamiento de los residuos que debe formular la Admi­
nistración de la Generalidad se orientará a garantizar:

a) Que existan las plantas necesarias para acoger
todos los residuos que se originan en Cataluña y que
son susceptibles de ser valorizados.

bl Que las operaciones de reciclaje y de tratamiento
atiendan a los principios de una óptima valorización de
los subproductos recuperados y un alto nivel de pro­
tección medioambiental.

Art. 22. Operaciones de reciclaje y tratamiento de
los residuos municipales.-l. Los Entes locales com­
petentes fomentarán el reciclaje y tratamiento de los
residuos municipales originados en el ámbito de su
jurisdicción.

2. Los servicios públicos de reciclaje y tratamiento
de titularidad de los Entes locales comprenderán, como
mínimo. los residuos procedentes de operaciones de
recogida selectiva y de operaciones de separación, con
excepción de los residuos especiales. A tales efectos,
el servicio de desechería es considerado como un sis­
tema de recogida selectiva.

3. La Administración de la Generalidad puede subro­
garse en las competencias de los Entes locales cuando
éstos no presten el servicio o lo presten de forma noto­
riamente inadecuada, en aplicación de lo establecido
en el artículo 136 de la Ley 8/1987, de 15 de abril,
municipal y de régimen local de Cataluña.

4. La Administración de la Generalidad puede coo­
perar con los Entes locales, especialmente prestando
ayuda técnica para la redacción de estudios y proyectos.

Art. 23. Operaciones de reciclaje de los residuos
no municipales.-1. La Administración de la Generali­
dad fomentará las operaciones de reciclaje de residuos
efectuadas por particulares y pudiendo asumir estas ope­
raciones en régimen de ,libre concurrencia con la ini­
ciativa privada cuando ésta resulte insuficiente o noto­
riamente inadecuada.

2. Los productores y los poseedores de residuos
reciclables que no realicen la operación de reciclaje en
origen están obligados a entregarlos a un reciclador ins­
crito en el Registro General de Gestores de Residuos
de Cataluña, en las condiciones fijadas, en su caso, por
la legislación específica sobre determinadas categorías
de residuos; el reciclador adquiere la condición de posee­
dor de estos residuos desde el momento en que le son
entregados.

Art. 24. Servicio público de tratamiento.-l. Se
declara servicio público de titularidad de la Generalidad
el tratamiento de los siguientes residuos especiales: Los
frigoríficos y demás aparatos que contienen c1orofluo­
rocarburos, las pilas, los fluorescentes y luces de vapor
de mercurio, así como los aceites. Este servicio se ges­
tionará preferentemente de forma indirecta. Se faculta

al Gobierno de la Generalidad para incorporar nuevas
categorías de residuos cuando, por exigencias legales
o por razón del progreso técnico, se haga necesario.

2. La Administración de la Generalidad debe fomen­
tar las operaciones de tratamiento de las demás cate­
gorías de residuos efectuadas por particulares y puede
asumir este servicio en régimen de libre concurrencia
con la iniciativa privada cuando ésta resulte insuficiente
o notoriamente inadecuada.

3. Los productores y poseedores de residuos que
deban ser sometidos a operaciones de tratamiento en
plantas externas, ya sea para valorizarlos, ya sea para
favorecer su aprovechamiento como fuente de energía
o la disposición del desperdicio. están obligados a entre­
garlos a un tratador legalmente autorizado, en las con­
diciones fijadas, en su caso, por la legislación específica
sobre determinadas categorías de residuos; el tratador
adquiere la condición de poseedor de estos residuos
desde el momento en que le son entregados.

Art. 25. Gestión consorciada de los servicios de reci­
claje y tratamiento.-l. Las operaciones de reciclaje y
tratamiento de los residuos municipales y asimilables,
también pueden ser asumidas por consorcios creados
por la Administración de la Generalidad y los entes loca­
les y pueden ser llevadas a cabo por cualquiera de los
sistemas determinados por la normativa vigente. En
estos consorcios, pueden participar Entidades privadas,
sin ánimo de lucro y los productores y poseedores de
los residuos que son objeto de valorización.

2. En cualquier caso, la Administración de la Gene­
ralidad tomará en consideración a los Entes locales que
llevan a cabo la prestación adecuada del servicio en
cuanto a los residuos generados en el ámbito territorial
de su jurisdicción y aquellos que justifiquen la capacidad
y los medios para esta prestación, de acuerdo con la
programación ordenada por el artículo 6, siempre que
las actividades de gestión se efectúen dentro del terri­
torio que delimita su competencia.

SECCiÓN TERCERA. DISPOSICiÓN DE LDS DESPERDICIOS

Art. 26. Operaciones de disposición del desperdi­
cio.-1. Las operaciones de disposición del desperdicio
de los residuos puede efectuarse en origen por el mismo
productor o bien en plantas externas.

2. La disposición del desperdicio de los residuos
de carácter especial en plantas externas se declara ser­
vicio público de titularidad de la Generalidad. que se
gestionará preferentemente de forma indirecta.

3. Se faculta al Gobierno de la Generalidad para
declarar servicio público de titularidad de la Generalidad
la disposición del desperdicio de los demás residuos no
municipales cuando esta operación no esté garantizada
por la gestión privada.

Art. 27. Garantía de las actuaciones.-l. El Gobier­
no de la Generalidad puede acordar efectuar las ope­
raciones de disposición de desperdicio de los demás
residuos no municipales, en régimen de libre concurren­
cia con la iniciativa privada, e intervenir, excepcional­
mente, las Empresas privadas que efectúan operaciones
de disposición del desperdicio de residuos cuando lo
exija la satisfacción del interés general.

2. El acuerdo de intervención de la Empresa se basa­
rá en la necesidad de mantener el funcionamiento de
las instalaciones y en la concurrencia de alguno de los
siguientes supuestos:

al Cese de la actividad de disposición de los des­
perdicios de los residuos por libre voluntad del titular
de las instalaciones y desatención del requerimiento de
mantener la actividad.

b) Cese de la actividad por sanción.
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3. El mismo acuerdo determinará:

a) La duración de la intervención, en congruencia,
en su caso, con la de la sanción impuesta.

b) La aplicación del régimen indemnizatorio, en su
caso, según la legislación de expropiación forzosa.

Art.. 28. Sistemas de disposición del desperdicio de
los reslduos.-l. Los sistemas de disposición de los des­
perdicios de residuos son los incluidos en el anexo 1

de la presente Ley.
2. Las actividades de disposición de los desperdicios

de los residuos en plantas externas requieren la auto­
nzaclon previa de la Junta de Residuos.

Art. 29. Clasificación de los residuos.-l. A efectos
de la disposición del desperdicio y atendiendo sus carac­
terísticas, los residuos se clasifican en:

a) Residuos especiales:
b) Residuos no especiales.
c) Residuos inertes.

. 2. Es residuo especial cualquier residuo compren­
dido en el ámbito de aplicación de la Directiva
91 /689/CE, de 12 de diciembre.

3. .Es rediduo no especial cualquier residuo que no
es clasificado como especial ni como inerte.

4. Es residuo inerte el residuo aquel que, depositado
en un vertedero, no experimenta transformaciones físi­
cas, químicas.o. bioló.gicas significativas y cumple los
crltenos de IIxlvlaclon determinados reglamentaria­
mente.

Art. 30. Clasificación de los vertederos.-l. Los
vertederos se clasifican según la clase de residuos que
se depositan en ellos.

2. Un mismo vertedero puede recibir una clasifica­
ción múltiple siempre que se gestione en zonas sepa­
radas y cada zona cumpla los requisitos específicos de
su clase.

. .3. Se fijarán por disposición reglamentaria las con­
diCiones en las que puede autorizarse el sistema de
codeposición.

Art. 31. Requisitos de los vertederos.-l. Los ver­
tederos cumplirán los requisitos especificados por Regla­
mento.

2. Los vertederos de residuos especiales se some­
terán a los requisitos especificados por su regulación
particular.

Art. 32. Residuos no admisibles en vertede­
ro.-l. En ningún caso pueden depositarse en un ver­
tedero los siguientes residuos:

a) Los residuos en estado líquido, salvo en el caso
que sean compatibles con el tipo de residuos aceptables
en cada vertedero determinado, atendidas sus caracte­
rísticas y su sistema de funcionamiento.

b) Los residuos que, en las condiciones del verte­
dero,. sean explosivos, oxidantes o inflamables, como los
definidos por la Directiva 91 /689/CE.

c) Los residuos infecciosos procedentes de Centros
médicos o veterinarios, como los definidos por la Direc­
tiva 9 1/689ICE.

2. No se permite ninguna dilución de los residuos
con el objeto de cumplir los criterios para su aceptación,
ni antes ni durante las operaciones de vertido.

SECCiÓN CUARTA. TASAS. OTROS TRIBUTOS Y PRECIOS PÚBLICOS

Art. 33. Creación.-l. La prestación de los servi­
cios de reciclaje, tratamiento y eliminación reservados
al .sector público que son objeto de solicitud o de recep­
clan obligatona por los administrados devenga las corres­
pondientes tasas, que deben garantizar su autofinan­
ciación.

2. La gestión de los residuos puede someterse tam­
bién a la aplicación de otros tributos y de precios públi­
cos. El rendimiento de estos tributos y precios públicos
se aplicará a la gestión del programa general ordenado
por el artículo 6.

3. La determinación de los elementos esenciales o
configuradores de las tasas u otros tributos aplicables
que no contiene la presente Ley será efectuad.a por la
legislación específica y complementaria de la misma con
rango formal de ley.

4.' Las tasas y las tarifas de los servicios prestados
por los Entes locales serán fijadas por las correspon­
dientes ordenanzas fiscales.

Art. 34. Hecho imponible.-Constituye el hecho
imponible de la tasa la prestación de los servicios de
reciclaje, tratamiento y disposición del desperdicio de
residuos realizada por la Generalidad o por los Entes
locales.

Art. 35. Sujeto pasivo.-Son sujetos pasivos de la
tasa las personas físicas o jurídicas que tienen la con­
dición de productores o poseedores de residuos y que
están sometidas a un servicio reservado al sector público
que es objeto de solicitud o de recepción obligatorias.

Art. 36. Acreditamiento.-La tasa se acredita
mediante la realización del hecho imponible. Sin embar­
go, puede avanzarse su exigibilidad al momento en que
el Interesado formula la solicitud.

Art. 37. Tarifas.-l. Las tarifas de los servicios de
titularidad de la Administración de la Generalidad que
se gestionan de forma indirecta se fijarán en el contrato
de gestión.

2. . Las tarifas de los servicios prestados por los Entes
locales se fijarán en las correspondientes ordenanzas
fiscales.

CAPITULO IV

G"stión de los residuos municipales

Art. 38. Competencias y funciones de los munici­
pios.-l. La gestión de los residuos municipales es una
competencia propia del municipio.

2. El municipio, independiente o asociadamente,
prestará, como mínimo, el servicio de recogida, de trans­
porte, de valorización y de disposición del desperdicio
de estos residuos.

3. El municipio gestionará este servicio según las
siguientes determinaciones básicas:

a) .El Ayuntamiento adquiere la propiedad de los resi­
duos siempre. que le sean entregados para su recogida
en las condiciones que determine el Reglamento muni­
cipal del servicio.

b) El Ayuntamiento promoverá la valorización de los
residuos en el marco del programa general que formule
la Generalidad.

c) El Ayuntamiento tomará las medidas necesarias
para Iilarantizar que en las operaciones de gestión del
servicIo se cumplen los objetivos especificados por el
artículo 2.

Art. 39. Composición de los residuos municipa­
les.-l. A los residuos municipales no pueden incor­
porárseles materias o sustancias peligrosas, que, en cual­
qUier caso, se depositarán en contenedores específicos
o se depositarán en la desechería.

2. Las categorías de residuos de origen doméstico,
de comerCIOS, oficinas o servicios que sean objeto de
específica ordenación legal. de acuerdo con lo estable­
Cido en el artículo 5, se gestionarán según lo determi­
nado por la citada legislación específica, la cual deberá
respetar, en cualquier caso, las competencias munici­
pales sobre dichos residuos.
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Art. 40. Operaciones de valorización y disposición
del desperdicio.-Las plantas de reciclaje, de tratamiento
y de disposición del desperdicio de residuos municipales
están sujetas a las siguientes determinaciones:

a) La instalación y el ejercicio de la actividad están
sujetas a la intervención administrativa como actividad
clasificada. También están sujetas, en su caso, a la decla­
ración de impacto ambiental. en los términos de la nor­
mativa vigente reguladora de la evaluación de impacto
ambiental.

b) Para el control del.cumplimiento de las deter­
minaciones de la presente Ley, la Administración
medioambiental de la Generalidad ruede nombrar a un
Interventor técnico medioambienta en cada una de las
plantas a que se refiere el párrafo primero del presente
artículo.

Art. 41. Intervención administrativa del munici­
pio.-l. Los Ayuntamientos participan en la elaboración
y la gestión del programa del Gobierno de la Generalidad
establecido en el artículo 6, en los términos de la pre­
sente Ley y de las disposiciones que la desplieguen y
de acuerdo con las determinaciones del mismo pro­
grama.

2. En el marco de la intervención administrativa de
las actividades clasificadas, los Ayuntamientos velarán
para que todas las actividades productoras de residuos
ubicadas en el propio término municipal. así como las
actividades de gestión de residuos que se desplieguen
en el mismo, cumplan estrictamente las determinaciones
de la presente Ley.

Art. 42. Trámite de evaluación de proyectos.-En el
trámite de evaluación del proyecto que acompaña a la
solicitud de licencia municipal para el ejercicio de acti­
vidades productoras de residuos se considerará en
especial:

a) Que se emplea la mejor tecnología disponible y
al alcance para la reducción de la producción de residuos
y la reducción de su peligrosidad,

b) Que se garantiza de forma suficiente la valori­
zación de los residuos y la disposición de los des­
perdicios.

c) Que los productos manufacturados se diseñan
de tal forma que facilitan la recuperación de los sub­
productos y la valorización de las materias y las sus­
tancias que contienen cuando queden fuera de uso.

Art.43. Previsiones urbanísticas y de equipamientos
urbanos.-l. Los Ayuntamientos, a través de sus ins­
trumentos de planeamiento urbanístico:

a) Fijarán, si les corresponde hacerlo, las reservas
de suelo necesarias para la ubicación de las instalaciones
del servicio de desechería.

b) Afectarán, cuando no tenga prioridad un servicio
o una dotación de titularidad municipal. las reservas de
suelo para dotaciones de cesión obligatoria y gratuita
de los planes parciales de los sectores industriales a
las necesidades de reciclaje y tratamiento de los residuos
industriales.

A tales efectos, se mantendrá la titularidad pública
del suelo y las instalaciones que se propongan, de acuer­
do con las prescripciones del Departamento de Medio
Ambiente, corresponderán, como máximo, a la categoría
industrial que se permita en el resto del sector. Cuando
la Corporación municipal destine en el planeamiento
estos suelos a otros usos públicos de carácter local prio­
ritario, el Departamento de Medio Ambiente, a lo largo
de la tramitación del plan, podrá exigir la afectación de
un solar de superficie no superior al 4 por 100 de la

superficie total del polígono o sector para aquel uso y
destino. Esta afectación supondrá que el Departamento
de Medio Ambiente, en el plazo de un año a contar
desde la recepción de las obras de urbanización o, en
cualquier caso, de tres años, a contar desde la apro­
bación definitiva de! plan, pueda ejercer el derecho de
adquisición del solar por su valor urbanístico.

2. Los Ayuntamientos, a través de ordenanzas muni­
cipales específicas:

a) Promoverán la previsión en los edificicios de
viviendas y de oficinas, y en los comercios, los talleres
y otros establecimientos ubicados en medios urbanos,
de espacios e instalaciones que faciliten la recogida
selectiva de los residuos y, en general. las operaciones
de gestión descritas en la presente Ley.

b) Preveer, en la red viaria urbana y en los caminos
vecinales, los espacios reservados suficientes para la
colocación de contenedores u otros equipamientos nece­
sarios para optimizar las operaciones de recogida y trans­
porte de los residuos.

Art. 44. Competencias y funciones de la Entidad
Metropolitana de los Servicios Hidráulicos y del Trata­
miento de Residuos.-l. Corresponde a la Entidad
Metropolitana de los Servicios Hidráulicos y del Trata­
miento de Residuos, en el ámbito territorial de los muni­
cipios que agrupa, programar y realizar las obras y esta­
blecer y prestar el servicio de valorización y disposición
de los desperdicios de los residuos municipales.

2. La gestión del servicio atenderá las mismas deter­
minaciones del artículo 38.3 para los servicios muni­
cipales.

3. Corresponde, asimismo, a la Entidad Metropoli­
tana de los Servicios Hidráulicos y del Tratamiento de
Residuos programar y realizar las obras y establecer los
servicios de transporte, de valorización y de disposición
del desperdicio de los residuos industriales, en los tér­
minos establecidos en la correspondiente legislación
sectorial.

4. La Entidad Metropolitana de los Servicios Hidráu­
licos y del Tratamiento de Residuos participa en la ela­
boración y la gestión del programa del Gobierno de la
Generalidad establecido en el artículo 6, en los términos
de la presente Ley.

Art. 45. Competencias y funciones de la comar­
ca.-l. Corresponde a la comarca la gestión de los resi­
duos municipales, en los supuestos de dispensa muni­
cipal del servicio. de delegación de los municipios y de
asunción de este servicio municipal por otros títulos,
de acuerdo con la legislación de régimen local.

2. Corresponde al Consejo comarcal establecer. en
su programa de actuación, los mecanismos de actuación
necesarios a fin de asegurar subsidiariamente la pres­
tación adecuada del servicio municipal descrito en el
artículo 38.

3. El Consejo comarcal participará en la elaboración
y la gestión del programa del Gobierno de la Generalidad
establecido en el artículo 6, en los términos de la pre­
sente Ley y en los del mismo programa.

Art.46. Servicio de desechería.-l. Los municipios
de más de 5.000 habitantes de derecho. independiente
o asociadamente, y en su caso, los Consejos comarcales
y la Entidad Metropolitana de los Servicios Hidráulicos
y del Tratamiento de Residuos establecerán el servicio
de desechería mediante la instalación de la planta o las
plantas necesarias para la recogida de los residuos seña­
lados en el anexo 111.

2. Las plantas de desechería cumplirán las prescrip­
ciones técnicas que se establezcan por parte del Gobier­
no de la Generalidad.



25658 Miércoles 25 agosto 1993 BOEnúm.203

Art. 47. Recogida selectiva de residuos municipa­
les.-l. A fin de favorecer la valorización de los residuos
municipales. los municipios de más de 5.000 habitantes
de derecho instaurarán la recogida selectiva en el servicio
de gestión de los residuos municipales.

2. La recogida selectiva de los residuos municipales
se implantará con carácter obligatorio en cuanto a la
entrega separada al servicio de recogida de los residuos
orgánicos.

3. La recogida selectiva de vidrio. papel y cartón.
plásticos. pilas. metales y demás materias y sustancias
susceptibles de valorización será implantada con carác­
ter voluntario por los Ayuntamientos y Consejos comar­
cales. sin perjuicio de la prestación del servicio de dese­
chería que se fija en el artículo 46.

CAPITULO V

De la cooperación económica de la Generalidad con
los Entes locales

Art. 48. Fondo de Gestión de Residuos.-Se crea
el Fondo de Gestión de Residuos en el marco de la legis­
lación reguladora de la cooperación económica de la
Generalidad en inversiones en obras y servicios de com­
petencia de los Entes locales de Cataluña contenida en
las leyes de organización territorial de Cataluña.

Art. 49. Adscripción del Fondo.-EI Fondo de Ges­
tión de Residuos queda adscrito a la Junta de Residuos
y rigiéndose por las determinaciones de la presente Ley
y de las disposiciones que la desarrollen.

Art. 50. Naturaleza y recursos económicos del Fon­
dO.-l. Los recursos del Fondo de Gestión de Residuos
son destinados a financiar operaciones de gestión de
los residuos municipales y asimilables.

2. El Fondo se nutre de los siguientes recursos:

al Las aportaciones del Presupuesto de la Genera­
lidad de Cataluña.

b) Las asignaciones que correspondan a la Gene­
ralidad procedentes de la imposición por el Estado de
gravámenes sobre residuos.

cl Las aportaciones de la Junta de Residuos.
dl Las subvenciones y ayudas otorgadas por otros.
e) El importe recaudado de las sanciones impuestas

por la Administración de la Generalidad como conse­
cuencia de infracciones de la normativa sobre residuos
municipales y asimilables. una vez deducidos los gastos
de gestión.

f) Las donaciones. las herencias. las aportaciones
y las ayudas que. con destino específico al Fondo. dis­
pongan los particulares. las Empresas o las Instituciones.

3. También se incorporan al Fondo los remanentes
procedentes de economías en la contratación. renuncias
de los Entes locales a ayudas otorgadas u otros restos.
ya sean del mismo ejercicio económico ya sean de ejer­
cicios anteriores.

Art. 51. Régimen jurídico del Fondo.-l. El Fondo
de Gestión de Residuos atiende las directrices y los prin­
cipios del Plan director de inversiones locales de Cata­
luña y de los programas de gestión de residuos que
formule la Generalidad.

2. Las actuaciones financiadas con recursos del Fon­
do pueden ser ejecutadas por la Administración de la
Generalidad o bien por los Entes locales beneficiarios
de ayudas o de subvenciones mediante cualquiera de
los sistemas de gestión de obras y servicios que esta­
blece la normativa vigente.

TITULO 11

Junta de Residuos

CAPITULO PRIMERO

Organización

Art. 52. Denominación y carácter.-l. La Junta de
Residuos. creada por la Ley 6/1983. de 7 de abril. sobre
residuos industriales. es una Entidad de derecho público
regulada por el artículo 1.b) de la Ley 4/1985. de 29
de marzo. del Estatuto de la Empresa Pública Catalana.

2. La Junta de Residuos goza de personalidad jurí­
dica propia y de plena capacidad de obrar y ajusta su
actividad al derecho privado y al derecho público según
los supuestos que la presente Ley determina.

3. La Junta de Residuos queda adscrita al Depar­
tamento de Medio Ambiente.

Art. 53. Funciones generales.-l. La Junta de Resi­
duos es la Entidad responsable de la consecución de
los objetivos fijados en el artículo 2 y de la ejecución
del programa de acción de la Generalidad que ordena
el artículo 6.

2. Asimismo. corresponde a la Junta de Residuos
el ejercicio de las competencias y las funciones atribuidas
por el Decreto Legislativo 2/1991. de 26 de septiembre.
a la antigua Junta de Residuos y de cualquier otra que
le encargue el Gobierno de la Generalidad.

Art. 54. Naturaleza.-La Junta de Residuos. como
Entidad de derecho público. goza de personalidad jurí­
dica propia y de plena capacidad de obrar para cumplir
sus fines. de acuerddo con la presente Ley y sus dis­
posiciones de desarrollo y con el Estatuto de la Empresa
Pública Catalana. En consecuencia puede adquirir. inclu­
so por expropiación forzosa. poseer. reivindicar. permu­
tar. gravar o enajenar toda clase de bienes. concertar
créditos. emitir deudas. establecer contratos. proponer
la constitución de sociedades y consorcios. promo­
ver la constitución de mancomunidades, ejecutar. con­
tratar y explotar obras y servicios, otorgar ayudas, obli­
garse. interponer recursos y ejercer las acciones deter­
minadas por las leyes. para asegurar el control y la ges­
tión de los residuos.

Art. 55. Organización y representación.-l. Los
órganos de gobierno de la Junta de Residuos son:

a) El Consejo de Dirección.
b) El Presidente.
c) El Gerente.

2. La representación de la Junta de Residuos es
ejercida por su Presidente.

Art. 56. Composición del Consejo de Direc­
ción.-l. El Consejo de Dirección está integrado por:

a) El Presidente. que lo es el Consejero de Medio
Ambiente. .'

b) El Vicepresidente. que lo es el Secretario general
del Departamento de Medio Ambiente.

c) Los siguientes Vocales:

Siete representantes de los Departamentos de la
Generalidad. nombrados por el Gobierno.

Siete representantes de los entes locales de Cataluña,
uno de ellos designado por la Entidad Metropolitana de
los Servicios Hidráulicos y del Tratamiento de Residuos
y los otros seis designados por las dos asociaciones de
entes locales más representativas de Cataluña.

El Director general de Calidad Ambiental.
El Gerente de la Junta de Residuos.
El Gerente de la Junta de Saneamiento.
Dos representantes sindicales, designados por los sin­

dicatos más representativos.
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Dos representantes empresariales, designados por las
asociaciones empresariales más representativas.

Un representante del Consejo de Cámaras de Cata­
luña.

Un experto en la materia de residuos nombrado por
el Consejero de Medio Ambiente.

Un representante de las Entidades ecologistas de Cata­
luña. nombrado por el Consejero de Medio Ambiente.

d) El Secretario. con voz y sin voto. que lo será un
funcionario del Departamento de Medio Ambiente desig­
nado por el Consejero de Medio Ambiente.

2. Cuando el orden del día de la reunión del Consejo
de Dirección incluya la consideración específica de asun­
tos que afectan a uno o varios municipios. serán con­
vocados a la misma el Alcalde o Alcaldes correspon­
dientes. los cuales podrán asistir. acompañados de la
persona que designen, a la deliberación del asunto para
el cual han sido convocados y tomar parte en el mismo
con voz pero sin voto.

Art. 57. Régimen de funcionamiento del Consejo
de Dirección.-EI funcionamiento. las convocatorias. las
reuniones y el régimen para adoptar acuerdos de la Junta
de Residuos se rigen por lo establecido en la normativa
vigente para los órganos colegiados.

Art. 58. Atribuciones del Consejo de Direc­
ción.-1. Corresponde al Consejo de Dirección:

a) Fijar las directrices generales de actuación.
b) Aprobar el anteproyecto del programa de actua­

ción y el programa de inversión y de financiación corres­
pondientes al siguiente ejercicio. y su remisión al Con­
sejero de Economía y Finanzas. según lo dispuesto en
el artículo 29 de la Ley 4/1985. de 29 de marzo. del
Estatuto de la Empresa Pública Catalana.

c) Elaborar el anteproyecto de presup\lesto de
actuación y de capital de la Junta. para elevarlo asimismo
al Departamento de Economía y Finanzas. previo informe
del Departamento de Medio Ambiente.

d) Concertar créditos. de acuerdo con las autoriza­
ciones contenidas en la Ley de presupuestos o en las
de suplemento de crédito o de crédito extraordinario.

e) Aprobar el balance anual y la memoria.
f) Aprobar los convenios de cooperación. la cons­

titución de consorcios y los convenios de colaboración
con las universidades y otras instituciones.

g) Proponer al Gobierno la constitución de socie-
dades filiales o la participación en sociedades.

h) Proponer al Gobierno la planificación global.
i) Aprobar los programas de actuación.
j) Atribuir recursos a los proyectos técnicamente

aprobados.

2. El Consejo de Dirección se reunirá. como mínimo.
una vez al trimestre.

Art. 59. Atribuciones del Presidente.-Corresponden
al Presidente:

a) La convocatoria de las sesiones del Consejo de
Dirección y la formulación del orden del día.

b) La presidencia de las sesiones del Consejo de
Dirección. cuyos debates dirige y. en las que goza de
voto de calidad para dirimir los empates de las vota­
ciones.
. c) Las demás atribuciones que le Qtmgan especí­

ficamente la presente Ley y la ;¡;gisiación que la desarro-
lle y com~!emei-iie. .

Art. 60. Atribuciones del Gerente.-1. El Gerente
de la Junta dirige su funcionamiento bajo las directrices
del Consejo de Dirección. Es nombrado y cesado por
el Presidente de la Junta.

2. Corresponden al Gerente las siguientes funcio­
nes:

a) Ejecutar los acuerdos del Consejo de Dirección.
b) Dirigir. coordinar. inspeccionar y controlar todas

las dependencias e instalaciones y todos los servicios.
c) Ejercer la dirección del personal.
d) Presentar anualmente al Consejo de Dirección,

para su aprobación, las propuestas de 'programas de
actuación. de inversión y de financiación, el balance y
la correspondiente memoria.

e) Las específicas que' el Consejo de Dirección le
delegue.

f) Cualquier otra que no esté encomendada al Con­
sejo de Dirección o al Presidente.

CAPITULO 11

Régimen jurídico y económico

Art. 61. Régimen jurídico.-1. La actividad de la
Junta de Residuos se somete. en las relaciones externas.
al derecho privado. con carácter general. No obstante:

a) El régimen de acuerdos y de funcionamiento del
Consejo de Dirección se sujeta a la normativa general
sobre órganos colegiados de la Administración de la
Generalidad.

b) Las relaciones de la Junta de Residuos con el
Departamento de Medio Ambiente y con otros entes
públicos se someten en cualquier caso al dl3recho
público.

c) También quedan sometidas al derecho público
las relaciones jurídicas externas que se deriven de actos
de limitación, intervención. control y sancionatorios y.
en general. cualquier acto. tanto de gravamen cuanto
de beneficio. que implique actuación de autoridad o ejer­
cicio de potestades administrativas. incluido el régimen
de impugnación de actos. el silencio administrativo y
el recaudatorio.

2. El régimen de contabilidad de la Junta de Resi­
duos es el correspondiente al sector público.

3. La Junta de Residuos garantizará el principio de
publicidad y libre concurrencia en la contratación para
la adquisición de bienes y ejecución de obras.

4. Sin perjuicio de que el personal de la Junta de
Residuos pueda ser contratado en régimen laboral. el
régimen jurídico y la clasificación del personal de la Junta
de Residuos. y del que en el futuro se incorpore a ella.
se rigen por las disposiciones que le sean aplicables
atendiendo su procedencia y la naturaleza de su relación
de empleo.

Art.62. Régimen de recursos.-1. Las resoluciones
del Presidente y los acuerdos del Consejo de Dirección
ponen fin a la vía administrativa. Los actos administrativos
del Gerente pueden ser objeto de recurso ordinario ante
el Presidente. salvo que se trate de resoluciones dictadas
por delegación del mismo Presidente o del Consejo de
Dirección.

2. Los recursOs extraordinarios de revisión se inter­
pondrán de acuerdo con lo establecido en e! art¡¡;uio 86
de la Ley .13/1989: de 14 de dic:embre. de organización.
procedimiento 'i r;:¡Yimen jurídico de la Administración
de ia Generalidad.

3. El ejercicio de acciones civiles y laborales se rige
por lo prescrito en la normativa vigente.

4. Los actos dictados en aplicación del régimen eco­
nómico-financiero determinado por la presente Ley pue­
den ser objeto de reclamación ante los órganos de la
Generalidad competentes para conocer las reclamacio­
nes económico-administrativas, en la forma y plazos esta­
blecidos por la legislación que le es aplicable.
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Art.63. Patrimonio y recursos económicos.-1. Cons­
tituyen el patrimonio de la Junta de Residuos los bienes
que le sean adscritos y'los bienes y derechos de cualquier
naturaleza que produzca O adquiera.

2. Los bienes adscritos a la Junta de Residuos para
ejercer sus funciones se rigen por lo establecido en el
artículo 23.1 de la Ley 4/1985. de 29 de marzo. del
Estatuto de la Empresa Pública Catalana.

3. La Junta de Residuos. para el cumplimiento de
sus fines. dispone de los siguientes medios económicos:

a) Los productos y las· rentas de su patrimonio y
demás ingresos de derecho privado. y cualquier otro
que le pueda corresponder.

b) Los rendimientos de la explotación de los ser­
vicios objeto de concesión.

c) Las asignaciones que puedan establecer cada
año los presupuestos del Estado. los de la Generalidad
y los de las Corporaciones Locales.

d) El producto de las sanciones y de las tasas y los
tributos que se impongan y que no se refieran a los residuos
municipales y asimilables gestionados por los entes locales.

e) Los recursos procedentes del endeudamiento y
de la emisión de deuda.

Art. 64. Responsabilidad.-l...a responsabilidad de la
Junta de Residuos. por los actos a que se refiere el apar­
tado 1.c) del artículo 61 y por sus actuaciones en rela­
ciones de derecho privado. es exigible de acuerdo con
lo establecido en la legislación vigente sobre esta
materia.

Art. 65. Control de auditorías.-Con periodicidad
anual se efectuará el control de carácter financiero.
mediante el procedimiento de auditoría a que se refiere
el artículo 75 de la Ley 10/1982, de 12 de julio. de
finanzas públicas de Cataluña.

TITULO 111
Infracciones y sanciones

CAPITULO PRIMERO

Infracciones

Art. 66. Infracciones sancionables.-No pueden ser
objeto de procedimiento sancionador otras intiacciones
que las especificadas por la presente Ley, sin perjuicio
de aquellas que resulten de la legislación sectorial que
afecte a los residuos y no puedan ser subsumidas en
las que determina la presente Ley.

Art. 67. Clasificación.-1. Las infracciones se cla­
sificarán en muy graves. graves y leves. En el supuesto
de que por legislación sectorial se tipifiquen conductas
no descritas en este capítulo. la clasificación de éstas
se ajustará. en cualquier caso. a la que aquí se establece,
aplicando las correcciones necesarias en la forma más
conveniente para la efectividad de la protección de los
bienes ambientales.

2. Los municipios también pueden tipificar conduc­
tas ilícitas que afecten a la limpieza de espacios públicos.
;;j~stando la clasificación de las infracciones. las san­
ciones. el proC¡;c:miento y otros requisitos a los que esta­
blece la presente Ley.

Art. 68. Infracciones muy graves.-Son i¡if~~s~¡ones
muy graves:

a) El ejercicio de actividades sin obtención de licen­
cia. autorización. clasificación de actividad. permiso, con­
cesión o declaración de impacto ambiental, o incum­
pliendo las condiciones impuestas. si fuese determinante
de daños o perjuicios reales al medio ambiente.

b) Las siguientes acciones y omisiones, si por las
circunstancias que concurren en las mismas generan

daños reales o potenciales muy graves para la salud
humana o el medio ambiente:

1. La producción y la gestión de residuos industria­
les especiales sin disponer de las preceptivas autoriza­
ciones o vulnerando sus condiciones.

2. .EI abandono o la gestión no autorizada de los
siguientes residuos sanitarios: los específicos o de riesgo.
los citostáticos. los aceites minerales y sintéticos. los
residuos con metales y los residuos de laboratorios.

3. El abandono o la gestión no autorizada de resi­
duos agropecuarios especiales. como los plaguicidas y
otros productos fitosanitarios y zoosanitarios.

d) El incumplimiento de programas de prevención
o de restauración de las consecuencias que la actividad
supone para el medio ambiente.

e) El tráfico o la comercialización de residuos indus­
triales especiales por parte de personas no autorizadas.

f) El abandono. el vertido o la constitución de depó­
sitos. no autorizados. de residuos industriales especiales.

g) La recogida y el transporte de residuos indus­
triales especiales. con incumplimiento de las prescrip­
ciones legales o reglamentarias.

h) La vulneración de medidas cautelares o urgentes
adoptadas por la Administración para evitar daños o per­
juicios. incluso presuntos. para el medio ambiente.

i) La ocultación o la alteración maliciosa de datos
aportados a los expedientes administrativos para la
obtención de licencias. autorizaciones. permisos o con­
cesiones.

j) La reincidencia en infracciones graves.

Art. 69. Infracciones graves.-Son infracciones gra­
ves:

a) El ejercicio de actividades de producción y de
gestión de residuos sin obtención de licencias. autori­
zaciones. permisos o concesiones o incumpliendo las
condiciones impuestas. si no hubiese determinado daño
o perjuicio para el medio ambiente. y no fuese calificado
de infracción muy grave.

b) La omisión de constituir fianzas o garantías de
cualquier clase previamente al ejercicio de actividades
que afecten al medio ambiente. en la cuantía y forma
legales o reglamentarias exigidas en cada caso.

c) El incumplimiento de obligaciones documentales.
como libros de registro. declaraciones. certificaciones
o similares de carácter preceptivo.

d) La no inscripción en el Registro de Gestores de
Residuos. .

e) La obstrucción de la actividad de controlo ins­
pectora de la Administración.

f) El abandono de residuos y desechos de cualquier
naturaleza y la constitución de depósitos de residuos
no legalizados.

g) La gestión de los residuos sanitarios. ya sea en
las operaciones intracentro como extracentro sanitario.
incumpliendo las condiciones establecidas en las licen­
cias y autorizaciones sin aplicación de las medidas de
asepsia. inocuidad y seguridad.

h) La negativa o el retraso en la instalación de medi­
das correctoras de controlo de seguridad establecidas
en cada caso.

i) La puesta en funcionamiento de aparatos, instru­
mentos m¡¡¡;¿~!~os o vehículos precintados por razón
de incumplimiento de ¡as ¡j¡;~errninaciones sobre gestión
de los residuos.

j) El incumplimiento de las condiciones impuesta;
en las licencias para el ejercicio de actividades en las
explotaciones ganaderas respecto a la gestión de los
animales muertos y excrementos sólidos y líquidos.

k) La reincidencia en faltas leves.



BOE núm. 203 Miércoles 25 agosto 1993 25661

Art. 70.-lnfracciones leves.-Son infracciones leves:

a) Cualquier acción u omisión que infrija disposi­
ciones contenidas en las normas sectoriales de rango
legal y na resulten tipificadas como infracciones muy
graves o graves en la presente Ley o en las de carácter
sectorial.

b) El abandono por parte de particulares de objetos.
residuos u otros desechos fuera de los lugares auto­
rizados.

c) La demora no justificada en la aportación de infor­
mes o documentos. en general. solicitados por la Admi­
nistración en el cometido de control de actividades.

CAPITULO. 11

Sanciones

Art. 71. Clases de sanciones.-las sanciones a impo­
ner son las siguientes:

al Multa.
b) Suspensión temporal de actividad, total o parcial,

y de la licencia o título que autoriza. en su caso. la acti­
vidad. ya sea de producción o de gestión de residuos.

c) Suspensión definitiva de actividad. total o parcial,
y revocación. en los mismos términos, de la licencia o
título autorizador e inhabilitación profesional temporal
como gestor de residuos.

d) Clausura temporal o definitiva. total o parcial, del
local, el establecimiento o la industria en que se ejerce
la actividad de producción o de gestión.

e) Precinto de aparatos, vehículos u otros medios
mecánicos. temporal o definitivo.

Art. 72. Multas.-La multa, que se impondrá en cual­
quier caso, puede llevar emparejada cualquiera de las
demás sanciones que se aplican, en la medida en que
condicionan el ejercicio de la actividad, siempre que se
trate de infracciones muy graves.

Art. 73. Cuantía de las multas.-La cuantía de la mul­
ta es. como mínimo, de 20.000 pesetas. y, como máxi­
mo, de 200.000.000 de pesetas.

Art. 74. Grados de la multa.-La multa a imponer
tiene tres grados. que se corresponden, respectivamente.
con las infracciones leves, graves y muy graves, según
los siguientes límites:

a) Infracciones leves. hasta 10.000.000 de pesetas.
b) Infracciones graves, hasta 100.000.000 de pese­

tas.
cl Infraccionés muy graves. hasta 200.000.000 de

pesetas.
Art. 75. Competencia.-l. El límite de la potestad

sancionadora para faltas muy graves es el siguiente:

a) Los Alcaldes de municipios de menos de 50.000
habitantes y los Delegados territoriales del Departamen­
to de Medio Ambiente, hasta 1.000.000 de pesetas.

bl Los Alcaldes de municipios de más de 50.000
habitantes, el Presidente de la Entidad Metropolitana de
los Servicios Hidráulicos y del Tratamiento de Residuos.
los Presidentes de los Consejos Comarcales y los Direc­
tores generales del Departamento de Medio Ambiente.
hasta 10.000.000 de pesetas.

cl El Consejero de Medio Ambiente hasta
50.000.000 de pesetas.

dl El Gobierno de la Generalidad hasta
200.000.000 de pesetas.

2. Los límites de la potestad sancionadora de estos
órganos para faltas graves y leves son, respectivamente,
el 50 por 100 Y el 5 por 100 de las cuantías anteriores.

3. La determinación de los órganos competentes
para la imposición de sanciones por infracción de las

normas de gestión intracentros de los residuos sanitarios
es la que consta en la normativa específica reguladora
de estos residuos.

Art. 76. Otras sanciones.-l. La imposición del res­
to de sanciones se determina según la competencia por
razón de la materia. aun cuando las de suspensión o
de clausura solamente puedan ser acordadas por el
Gobierno de la Generalidad, a excepción de las atribuidas
a los Alcaldes, que las puedan imponer en los proce­
dimientos en los que sean competentes por razón de
la materia.

2. El acuerdo del Gobierno de la Generalidad de sus­
pensión o clausura de actividades de disposición de los
residuos resolverá también sobre la intervención de la
Empresa establecida en el artículo 27.

Art. 77. Ejecución.-La ejecución de las sanciones
referentes a suspensión o cese de actividades corres­
ponde a los órganos competentes para el otorgamiento
de las correspondientes licencias, autorizaciones. per­
misos o concesiones.

Art.78. Inhabilitación.-La inhabilitación profesional
temporal para el ejercicio de las funciones de gestor
de residuos na puede exceder de dos años.

CAPITULO 111

Graduación de las sanciones

Art. 79. Criterios de graduación.-Las sanciones
correspondientes a cada clase de infracción se gradúan
teniendo en cuenta criterios objetivos y subjetivos. que
podrán ser apreciados separada o conjuntamente.

Art. 80. Criterios objetivos.-Son criterios objetivos:

al La afectación de la salud y la seguridad de las
personas.

b) La alteración social a causa del hecho infractor.
c) La gravedad del daño causado al sector o al área

ambiental protegida.
d) La superficie afectada y su deterioro.
e) La posibilidad de reparación o restablecimiento

de la realidad .fáctica.
f) El beneficio derivado de la actividad infractora.

Ait. 81. Criterios subjetivos.-Son criterios subje­
tivos:

a) El grado de malicia del causante de la infracciÓn.
b) El grado de participación en el hecho por título

diferente del anterior.
c) La capacidad económica del infractor.
d) La incidencia.

Art. 82. Causas de agravamiento.-La afectación
manifiesta de la salud y la seguridad de las personas.
debidamente constatada en el procedimiento, conlleva
la imposición de la sanción máxima que esté señalada
para la infracciÓn.

Art. 83. Equiparación al beneficio.-En cualquier
caso. la sanciÓn pecuniaria puede llegar hasta el total
del beneficio producido por la actividad infractora, sea
cual sea el límite objetivo de la multa.

Art. 84. Reincidencia.-l. Se entiende que existe
reincidencia cuando el ínfractor ha sido sancionado. por
resolución firme, por razón de haber cometido más de
una infracción de la misma naturaleza. dentro del período
del año inmediatamente anterior.

2. La reincidencia no puede tomarse en conside­
ración si la infracción anterior supuso calificación de
mayor gravedad del hecho.
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CAPITULO IV

Responsabilidad

Art. 85. Personas responsables.-Son responsables
de las sanciones tipificadas en la presente Ley todos
cuantos han participado en la comisión del hecho infrae­
tor por cualquier título, sean personas físicas o jurídicas.

Art. 86. Autores.-Son responsables en concepto de
autor aquellos que han cometido directa o inmediata­
mente el hecho infractor, así como aquellos que han
impartido las instrucciones u órdenes necesarias para
cometerlo.

Art. 87. Otros responsables.-La intervención en el
hecho infractor en forma diferente incide en la gradua­
ción de la infracción.

CAPITULO V

Medidas cautelares

Art. 88. Adopción de las medidas.-1. Detectada
la existencia de actividades de producción o de gestión
de residuos contrarias a las determinaciones de la pre­
sente Ley y de la legislación que la despliegue o com­
plemente, el Presidente de la Junta de Residuos podrá
acordar su interrupción y cese inmediato y la adopción
de las medidas oportunas para hacerlos efectivos.

2. En caso de daños flagrantes para el medio
ambiente, los órganos de la inspección acordarán la sus­
pensión de las actividades, que será ratificada por el
Presidente de la Junta de Residuos dentro de un plazo
de veinticuatro horas.

3. Las facultades otorgadas al Presidente de la Junta
de Residuos en los apartados 1 y 2 pueden ser delegadas
al Secretario general del Departamento de Medio
Ambiente.

Art. 89. Requerimiento previo.-Si la actividad
desarrollada es amparada por licencia. autorización, per­
miso, concesión o cualquier título anterior que impone
condiciones de ejecución, se requerirá previamente al
interesado a fin de que en un plazo no superior a cinco
días alegue cuanto convenga a su derecho para el ajuste
de la actividad a las condiciones especificadas en dicho
título. Una vez terminado este plazo. la Administración
acordará en forma motivada lo que proceda.

Art. 90. Vigencia.-Las medidas cautelares pueden
acordarse simultáneamente a la incoación del procedi­
miento sancionador o en cualquier momento de su curso,
y mantenerse mientras se prosigue su tramitación, sin
que en ningún caso, salvo en el supuesto que tiene en
cuenta el artículo 91, la medida cautelar pueda prolon­
garse más de seis meses.

Art. 91. Supuesto especial de vigencia.-l. Cuan­
do los hechos dañosos detectados afectan directa o indi­
rectamente a la salud de las personas, las medidas cau­
telares se mantendrán mientras persista la afección..

2. El acto de alzamiento de la suspensión será
motivado.

Art. 92. Clases.-Son medidas cautelares, a adoptar
separada o conjuntamente, las que siguen:

a) Las de suspensión provisional de la actividad, así
como de las Ii.cencias, autorizaciones, permisos, conce­
siones o cualquier otro título administrativo en el que
la actividad tenga su cobertura posible.

b) Las de clausura de establecimiento o industria
o de cierre del local. el lugar o el asentamiento donde
esté radicada la actividad, que pueden acordarse de for­
ma total o parcial.

c) Las de seguridad, controlo corrección, encami­
nadas a impedir la continuidad del daño o perjuicio.

d) Las de precinto de aparatos, instrumentos o vehí­
culos por razón de los cuales se produzca en cada caso
la incidencia en el medio protegido.

e) Cualquier otra que, según el estado actual de
la técnica, permita la interrupción del daño o perjuicio.

Art. 93. Facultades de ejecución.-l. El órgano
competente para la adopción de las medidas cautelares
y de las derivadas de la ejecución de resoluciones firmes
sancionadoras, administrativas o jurisdiccionales, las lle­
vará a cabo incluso mediante el acceso a través de las
propiedades privadas, con pleno respeto de los derechos
fundamentales de las personas y en particular de la invio­
labilidad del domicilio, supuesto. este último, para el que
será precisa la correspondiente autorización judicial.

2. Con la misma facultad y en los mismos términos
podrá actuarse en el ejercicio de actividades inspectoras
o de fiscalización de las actividades de producción y
de gestión de residuos.

CAPITULO VI

Multas coercitivas

Art. 94. Supuestos.-Pueden imponerse multas
coercitivas para la ejecución de las obligaciones deri­
vadas de actos infractores o en ejecución de resoluciones
sancionadoras, que son reiterables si transcurren los pla­
zos señalados a tal efecto en los correspondientes reque­
rimientos, hasta que se cumpla lo dispuesto.

Art. 95. Compatibilidad con otras sanciónes.-Las
multas coercitivas son independientes de las sanciones
que se impongan y compatibles con éstas.

Art. 96. Cuantía.-El importe de cada multa coer­
citiva no puede exceder del 10 por 100 de la que corres­
ponde a la infracción presunta o declarada, ni en su
conjunto del 30 por 100 de ésta.

CAPITULO VII

Procedimiento

Art. 97. Necesidad de expediente.-Las sanciones
por infracciones tipificadas en la presente Ley no pueden
imponerse más que en virtud de un expediente instruido
a tal efecto. el cual se ajustará a las normas sobre pro­
cedimiento vigentes en Cataluña, en todo lo que no se
establezca por la presente Ley.

Art. 98. Incoación.-l. Conocida la existencia de
una posible infracción. el órgano competente acordará
de oficio la incoación del expediente sancionador.

2. El órgano competente procederá de igual modo
en virtud de una denuncia o a consecuencia de una
comunicación. instrucción u orden de órganos supe­
riores.

Art. 99. Organos competentes.-l. Son órganos
competentes para acordar la incoación del procedimien­
to sancionador los que en cada caso tengan la com­
petencia que la legislación sobre residuos otorga.

2. En cualquier momento del procedimiento en el
que se aprecie la falta de competencia de quien acordó
su incoación se remitirán las actuaciones, sin alterar la
situación derivada de lo investigado, a quien sea com­
petente para tramitarlo.

Art. 100. Acción pública.-l. Es pública la acción
para exigir ante los órganos administrativos y los tri­
bunales del correspondiente orden jurisdiccional la
observancia de todo cuanto dispone la presente Ley.

2. Se garantizará la confidencialidad del denuncian­
te en los casos en que éste lo solicite.

Art. 101. Instructor.-l. Con el acuerdo de incoa­
ción del expediente sancionador se designará a un ins­
tructor y se notificará de inmediato a los interesados,
salvo que exista un órgano específico designado, con
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carácter general, para el ejercicio de, las citadas fun­
ciones.

2. El instructor, de oficio o a petición del interesado,
acordará la incorporación al expediente de todos los
informes o documentos de cualquier tipo que conduzcan
a la aclaración del posible hecho infractor.

Art. 102. Pliegos de cargos.-1. Si de todo ello
resulta la realidad del hecho supuestamente lesivo y la
responsabilidad de personas determinadas o determi­
nables, se formulará un pliego de cargos en el que se
describirán de forma completa:

a) Los hechos deducibles de los elementos apor­
tados, de acuerdo con los artículos precedentes.

b) La norma y el precepto que se consideran
infringidos.

c) La tipificación del hecho.
d) Los daños ocasionados o la previsión de los que

pueden derivarse del mismo para el medio ambiente
o para bienes de cualquier naturaleza.

e) La sanción que pueda corresponder.
f) La responsabilidad de la persona o las personas

a las que se dirige el pliego de cargos.

2. En la notificación al interesado se expresará el
plazo para la contestación al pliego de cargos, que no
puede exceder de ocho días, y también el derecho a
la aportación o la proposición de las pruebas que estime
pertinentes.

Art. 103. La prueba:-l .. Recibidas las alegaciones
de los interesados, el instructor procederá a practicar
las pruebas propuestas, si son pertinentes, con la inter·
vención de aquéllos.

2. El rechazo de pruebas, por no ser estimadas per­
tinentes, será motivado y notificado a los interesados
por el instructor.

3. Con independencia de las pruebas propuestas,
el instructor puede acordar la práctica de tantas cuantas
considere necesarias para la mejor aclaración de los
hechos y de la responsabilidad de los causantes, y puede
solicitar a los organismos oficiales los informes que esti­
me conducentes al mejor conocimiento de los hechos
y de su repercusión e incidencia en el medio ambiente.

Art. 104. Intervención de los interesados en la prue­
ba.-l. Las pruebas acordadas de oficio se practicarán
con intervención de los interesados, a cuyo objeto se
les notificará tanto la prueba a practicar como el lugar,
el día y la hora en que será practicada.

2. La incomparecencia de los interesados, una vez
acreditada la notificación, no es obstáculo para la prác­
tica de la prueba.

Art. 105. Propuesta de sanción.-l. El instructor
formulará una propuesta de sanción o, si procede, de
archivo de las actuaciones.

2. La propuesta de sanción contendrá, necesaria·
mente y por este Orden, los siguientes extremos:

a) La descripción del hecho infractor.
b) La determinación de la intervención y la respon­

sabilidad en este hecho de los sometidos a expediente.
c) La indicación del precepto o los preceptos que

tipifican la conducta.
d) La determinación de circunstancias concurren­

tes.
e) La indicación del órgano competente para dictar

la resolución.

3. La propuesta de sanción se notificará a los inte­
resados para que formulen alegaciones, dentro de un
plazo no superior a diez días.

Art. 106. Resolución.-l. El acuerdo de resolución
no puede establecer hechos diferentes de los que sir·
vieron de base al pliego de cargos y a la propuesta de
resolución, ni puede considerar circunstancias diferentes

que puedan suponer un agravamiento de la conducta
o de la sanción a imponer, sin perjuicio de la diferente
valoración jurídica.

2. La resolución determinará los plazos para hacer
efectivas las sanciones pecuniarias que se imponen y
para el cumplimiento del resto de mandatos que con­
tiene.

Art. 107. Archivo del expediente.-Se motivará la
resolución de archivo del expediente por inexistencia
del hecho, por no ser éste constitutivo de infracción o
por ausencia de responsabilidad de las personas inclui­
das en el mismo.

Art. 108. Notificación.-La notificación de la reso­
lución contendrá la expresión de los recursos a inter­
poner, por la vía administrativa o la jurisdiccional, con
la determinación del plazo y del órgano competente para
su conocimiento.

Art. 109. Defectos del expediente.-l. Si el órgano
sancionador estima que el expediente y la propuesta
de resolución contienen defectos o deficiencias que obs­
taculizan su correcta resolución, puede acordar:

a) L.a devolución al instructor de las actuaciones con
expresión de las diligencias o las rectificaciones a
realizar.

b) La práctica de las diligencias que considere pero
tinentes, sin necesidad de devolución de actuaciones.

2. El acuerdo se notificará a los interesados y, en
el segundo caso, se les concederá la intervención esta­
blecida para la práctica de las pruebas o la realización
de las diligencias acordadas de oficio.

Art. 110. Ejecución.-l. Definitiva que sea la reso­
lución, el órgano administrativo competente dispondrá
lo que sea pertinente para su ejecución, que no podrá
suspenderse por la interposición de un recurso conten­
cioso-administrativo, sin perjuicio de lo que pueda acor­
darse por los Tribunales del citado orden jurisdiccional.

2. También puede procederse a la publicación del
nombre del sancionado, si la infracción ha originado
daños determinados a la salud de las personas o irre·
versibles para los recursos naturales.

3. En cualquier caso, pueden mantenerse las medi­
das cautelares si de su interrupción hubiesen de deri­
varse perjuicios irreparables para el medio ambiente o
para el bien jurídicamente protegido por la norma
infringida.

Art. 111. Apreciación de delito o falta. -1. En cual­
quier momento del expediente sancionador en el que
se aprecie la posible calificación de los hechos perse­
guidos como constituyentes de delito o falta se pasará
el tanto de culpa al ministerio fiscal y el procedimiento
administrativo se suspenderá una vez la autoridad judi­
cial haya incoado el proceso penal que corresponda.

2. Si la resolución judicial no estima la existencia
de delito o falta, o de responsabilidad de la persona
sujeta a expediente, la Administración proseguirá el pro­
cedimiento sancionador, salvo que aquella resolución
declare la inexistencia del hecho o la no responsabilidad
del inculpado, aunque en este segundo caso puede pro­
seguirse el expediente sancionador respecto a otras per­
sonas no afectadas por la declaración judicial.

3. La sustanciación del proceso penal no impide el
mantenimiento de las medidas cautelares, y tampoco
la adopción de aquellas otras que resulten imprescin­
dibles para el restablecimiento de la situación física alte­
rada o que tienden a impedir nuevos riesgos para las
personas o daños en los bienes o el medio protegidos.

Art. 112. Normas procedimentales.-La interposi­
ción, la tramitación y la resolución de los recursos se
regulan por las normas de procedimientos vigentes en
Cataluña.
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Art. 113. Recurso ordinario.-los acuerdos de reso­
lución de expedientes sancionadores adoptados por los
delegados territoriales del Departamento de Medio
Ambiente pueden ser objeto de recurso ante el Consejero
de Medio Ambiente.

Art. 114. Resolución de los entes locales.-las reso­
luciones de los Alcaldes y de los Presidentes de Cor­
poraciones Locales pueden ser objeto de recurso de
acuerdo con lo dispuesto en la legislación vigente.

CAPITULO VIII

Prescripción de infracciones y sanciones

Art. 115. Prescripción de infracciones.-las infrac­
ciones muy graves prescriben a los cuatro años. las gra­
ves a los dos años y las leves a los seis meses. contando
siempre el plazo desde el fin real de la conducta
infractoria.

Art. 116. Prescripción de sanciones.-las sanciones
prescriben en los mismos plazos señalados en el artícu­
lo 115. según las respectivas clases de infracción. a con­
tar desde que la resolución sancionadora alcanza firmeza
en todas las vías.

Art. 11 7. Consecuencias de la prescripción.-la
prescripción de infracciones y de sanciones no afecta
a. la obligación de restaurar la realidad física alterada.
ni a la de indemnizar por los daños y perjuicios causados.

Art. 118. Vía de apremio.-EI importe de las multas
y de los gastos ocasionados por la ejecución subsidiaria
de las actividades de restauración de los bienes dañados
como consecuencia de las infracciones de la presente
Ley puede exigirse por vía administrativa de apremio.

Art. 119. Ejecución subsidiaria.-Sl el infractor ha
sido requerido por el órgano sancionador a restaurar
el medio ambiente y a recoger y tratar los residuos aban­
donados e incumple esta obligación. se ordenará la eje­
cución subsidiaria del requerimiento.
. Art. 120. Derechos de los trabajadores.-la situa­

ción y los derechos de los trabajadores afectados por
la suspensión o la clausura de actividades industriales
en virtud de la presente Ley se rigen por lo establecido
en la legislación laboral en relación al pago de los salarios
o de las indemnizaciones procedentes y por las medidas
que puedan arbitrarse para garantizarlo. La infracción­
cometida no puede reportar en ningún caso un beneficio
para el infractor en perjuicio de los trabajadores afec­
tados.

CAPITULO IX

Función inspectora

Art. 121 . Estatuto de los Inspectores medioambien­
tales.-En el ejercicio de su función. los Inspectores tie­
nen el carácter de autoridad y pueden solicitar el apoyo
de cualquier otra. ya sea de los Mossos d·Esquadra. ya
sea de los Cuerpos de Seguridad del Estado.

Art. 122. Atribuciones.-1. Los Inspectores de
medio ambiente en el ejercicio de sus funciones de ins­
pección. acreditando su identidad. están autorizados a
entrar libremente y sin previa notificación. en cualquier
momento. en todos los Centros y establecimientos donde
se desarrollen actividades con repercusión medioam­
biental. para:

a) Practicar las pruebas. las investigaciones o los
exámenes necesarios para comprobar el cumplimiento
de la normativa medioambiental.

b) Tomar o sacar las muestras necesarias para la
comprobación.

c) Realizar cuantas actuaciones sean precisas para
el cumplimiento de la inspección que efectúan.

2. Los inspectores tienen libre acceso al domicilio
social y a los establecimientos. las instalaciones. los loca­
les y las oficinas en que se desarrollen las actividades
inspeccionadas. 'Cuando sea necesario para el ejercicio
de su función inspectora.

3. Los Inspectores pueden examinar la documen­
tación relativa a las operaciones relevantes en la acti­
vidad con incidencia medioambiental.

4. La Entidad o persona inspeccionada está obli­
gada a dar a los Inspectores la máxima facilidad para
el desarrollo de su tarea.

Art. 123. Obligaciones de las personas o Entidades
inspeccionadas.-las personas o Entidades inspecciona­
das. a requerimiento de los Inspectores:

a) Suministrarán cualquier clase de información
sobre instalaciones. productos o servicios.

b) Permitirán que se practique la oportuna toma de
muestras de los productos o las mercancías que ela­
boran. distribuyen. destruyen. vierten o transforman.

c) Permitirán a los Inspectores la comprobación
directa de cualquier acción que se relacione en este
precepto.

Art. 124. Valor probatorio de las actas de inspee­
ción.-En los procedimientos sancionadores que se ins­
truyen por infracciones en materia de medio ambiente.
las informaciones aportadas por la inspección dan fe
sobre los hechos. las situaciones o las actividades para
adoptar la resolución procedente. salvo prueba en
contrario.

DISPOSICION DEROGATORIA

1. Quedan derogados los artículos 6.° y 7.°
del Decreto legislativo 2/1991. de 26 de septiembre.
que regulaban la organización de la Junta de Residuos.

2. Quedan derogados los artículos 32 y siguientes.
hasta el 45. ambos incluidos. del Decreto legislativo
2/1991. que regulan las infracciones y las sanciones.

3. Quedan asimismo derogadas todas las demás dis­
posiciones con rango de ley o de carácter reglamentario
que contravengan o se opongan a las determinaciones
de la presente Ley.

DISPOSICIONES ADICIONALES

Primera.-La Junta de Residuos. como Entidad pública
sometida a la Ley 4/1985. de 29 de marzo. sucede
en todos los derechos. patrimonio. recursos. deudas y
obligaCiones asumidas por la Junta de Residuos. en su
configuración de Organismo autónomo creado por la
Ley 6/1983. de 7 de abril. También adquiere todos los
recursos materiales y personales adscritos al Servicio
de Residuos de Origen no Industrial de la Dirección Gene­
ral de Calidad Ambiental del Departamento de Medio
Ambiente.

Segunda.-De conformidad con lo establecido en el
artículo 33.1 del Estatuto de Autonomía de Cataluña.
se autoriza al Gobierno de la Generalidad a adaptar el
Decreto legislativo 1/1990. de 12 de julio. a las dis­
posiciones urbanísticas del artículo 43 de la presente
Ley.

DISPOSICIONES FINALES

Primera.-Se habilita al Gobierno de la Generalidad
para actualizar y revisar los anexos I y 11 de la presente
Ley cuando deban adaptarse a la normativa comunitaria.

Segunda.-Se faculta al Gobierno de la Generalidad
para desarrollar y ejecutar las disposiciones de la pre­
sente Ley y para dictar las reglamentaciones específicas
de reSiduos de naturaleza o características especiales.
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(Publicada en el ((Diario Oficial de la Generalidad de Cataluña" número 1.776.
de 28 de julio de 1993)

ANEXO I

Operaciones de disposición del desperdicio
de los residuos

(Directiva 91/156/CE)

NB: Se considera que el presente anexo recoge las
operaciones de disposición del desperdicio de los resi­
duos tal como se efectúan en la práctica. De conformidad
con el artículo 2.°, se dispondrá del desperdicio de los
residuos sin poner en peligro la salud humana y sin' uti­
lizar procedimiento o métodos que puedan causar per­
juicios al medio ambiente.

D1. Depósito en el suelo o en su interior (por ejem­
plo. descarga, etc.).

Tercera.-Se faculta al Gobierno de la Generalidad a
fin de que. mediante Decreto. pueda actualizar las multas
fijadas en la presente Ley. atendiendo la variación que
experimente el índice de precios.

Cuarta.-Si la actualización facultada por la disposi­
ción final tercera, por sr misma o en virtud de reitera­
ciones sucesivas. llega a constituir un incremento supe­
rior al 15 por 100 de las cuantías fijadas por la presente
Ley. será necesaria su modificación.

Quinta.-La presente Ley entrará en vigor al día
siguiente de su publicación en el «Diario Oficial de la
Generalidad de Cataluña.., excepto las siguientes dis­
posiciones:

a) La implantación de la recogida selectiva obliga­
toria fijada en el artículo 47, referente a los residuos
municipales, entrará en vigor a los cuatro años de la
promulgación de la presente Ley. El Departamento de
Medio Ambiente puede prorrogar este plazo hasta dos
años más. a petición del municipio o de la comarca,
por razones suficientemente motivadas.

b) La implantación de los servicios de tratamiento
de determiandos residuos fijada en el artículo 24 entrará
en vigor a los dos años de la promulgación de la presente
Ley.

c) La prestación obligatoria del servicio de deseche­
ría fijada en el artículo 46 entrará en vigor a los tres
años de la promulgación de la presente Ley.

Sexta.-Antes de un año de la entrada en vigor de
la presente Ley el Departamento de Medio Ambiente
dictará las instrucciones técnicas necesarias para la ges­
tión del servicio de desechería.

Séptima.-En el plazo de un año a contar desde la
fecha de entrada en vigor de la presente Ley, el Gobierno
de la Generalidad, a propuesta de la Comisión de Gobier­
no Local de Cataluña, aprobará el desarrollo de la pre­
sente Ley. en lo que se refiere a la determinación de
las categorías de residuos que deben considerarse como
asimilables a los municipales.

Octava.-Se autoriza al Departamento de Economía
y Finanzas a dictar, de acuerdo con lo establecido en
el artículo 79.a) de la Ley de Finanzas Públicas de Cata­
luña, las disposiciones necesarias para adaptar la con­
tabilidad de la Junta de Residuos a la nueva situación
jurídica establecida por la presente Ley.

Por tanto, ordeno que todos los ciudadanos a los
que sea de aplicación esta Ley cooperen en su cum·
plimiento y que los Tribunales y autoridades a los que
corresponda. la hagan cumplir.

Palacio de la Generalidad, 15 de julio de 1993.

ALBERT VILALTA GONZALEZ.
Consejero del Medio Ambiente

JaRal PUJOL.
Presidente

D2. Tratamiento en medio terrestre (por ejemplo,
biodegradaciónde residuos líquidos o lodos en el suelo,
etc.).

D3. Inyección en profundidad (por ejemplo, inyec­
ción de residuos bombeables en pozos. fallas geológicas
naturales, etc.).

D4. Lagunaje (por ejemplo, vertido de residuos líqui­
dos o lodos en pozos, lagos o lagunas, etc.).

D5. Descarga en lugares de vertido especialmente
preparados (por ejemplo, envase en alvéolos estancos
separados. recubiertos y aislados entre sí y del medio
ambiente, etc.).

D6. Vertido de residuos sólidos en el medio acuá­
tico, excepto en el mar.

D7. Vertido en el mar. incluido en el soterramiento
en el subsuelo marino.

D8. Tratamiento biológico no especificado en nin­
gún otro punto del presente anexo que dé como resul­
tado compuestos o mezclas que se eliminan mediante
uno de los procedimientos enumerados en el presente
anexo.

D9. Tratamiento físic<XJuímico no especificado en
ningún otro punto del presente anexo que dé como resul­
tado compuestos o mezclas que se eliminan mediante
uno de los procedimientos enumerados en el presente
anexo (por ejemplo, evaporación, secado. calcinación.
etcétera).

D1O. Incineración en tierra.
D11. Incineración en el mar.
D12. Almacenamiento permanente (por ejemplo.

colocación de contenedores en una mina, etc.).
D13. Agrupación previa a una de las operaciones

del presente anexo.
D 14. Reacondicionamiento previo a una de las ope­

raciones del presente anexo.
D15. Almacenamiento previo a una de las opera­

ciones del presente anexo. con exclusión del almace­
namiento temporal previo a la recogida en el lugar de
producción.

ANEXO 11

Operaciones de valorización

(Directiva 91/ 156/CE)

NB: Se considera que el presente anexo recoge las
operaciones de valorización tal como se efectúan en la
práctica. De conformidad con el artículo 2.°, los residuos
se valorizarán sin poner en peligro la salud humana y
sin utilizar procedimientos o métodos que puedan causar
perjuicios al medio ambiente.

R1. Recuperación o regeneración de disolventes.
R2. Reciclaje o recuperación de sustancias orgáni­

cas que no se utilizan como disolventes.
R3. Reciclaje o recuperación de metales o de com­

puestos metálicos.
R4. Reciclaje o recuperación de otras materias

inorgánicas.
R5. Regeneración de ácidos o de bases.
R6. Valorización de productos que sirven para cap­

tar contaminantes.
R7. Valorización de productos procedentes de cata­

lizadores.
R8. Regeneración u otro nuevo uso de aceites.
R9. Utilización principal como combustible u otro

modo de producir energía.
R1O. Esparcimiento sobre el suelo en provecho de

la agricultura o la ecología, incluidas las operaciones
de formación de abono y otras transformaciones bio­
lógicas, a excepción de los residuos excluidos de con­
formidad con el artículo 4.
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R11. Utilización de residuos obtenidos a partir de
una de las operaciones enumeradas en R1 Y siguientes.
hasta Rl0.

R12. Intercambio de residuos para someterlos a una
cualquiera de las operaciones enumeradas en R1 Y
siguientes. hasta R1-1.

R13. Almacenamiento de materiales para someter­
los a una de las operaciones que figuran en el presente
anexo. con exclusión del almacenamiento temporal pre­
vio a la recogida en el lugar de producción.

ANEXO 111

Servicio de desechería

1. Relación de los residuos de origen doméstico.
del comercio. oficinas y servicios que deben admitirse
en el servicio de desechería:

1.1 Residuos especiales:

a) Medicamentos caducados.
b) Fluorescentes y luces de vapor de mercurio.
c) Neumáticos.
d) Baterías.
e) Disolventes.
f) Pinturas.
g) Barnices.
h) Pilas.
i) Electrodomésticos que contengan sustancias

peligrosas.

1.2 Residuos municipales y asimilables:

a) Papel y cartón.
b) Vidrio.
c) Plásticos.
d) Chatarra y metales.
e) Maderas.
f) Textiles.
g) Electrodomésticos que no contienen sustancias

peligrosas.

2. El reglamento de servicio. aprobado por la Enti­
dad local que sea titular del mismo. establecerá las con­
diciones en las que los residuos serán entregados al
servicio por sus productores o poseedores. y podrá limi­
tar la relación de residuos admitidos cuando disponga
de otro sistema adecuado para su recogida selectiva.

COMUNIDAD AUTONOMA
DE GALlCIA

21943 LEY 911993. de 8 de julio. de Cofradías de
Pescadores de Galicia.

Las cofradías de pescadores son instituciones con
profunda tradición histórica en Galicia. hasta el punto
de que los primeros antecedentes que se conocen se
remontan al siglo XIII. cuando aparece la Hermandad
de las Villas y Marismas de los Reinos de Asturias y
Galicia. Estas entidades pasaron desde entonces por dife­
rentes vicisitudes que las hicieron evolucionar a lo largo
del tiempo para adaptarse a las necesidades tanto eco­
nómicas como laborales que iban surgiendo en el país;
de esta forma perdieron el marcado carácter religioso
que las había caracterizado en su etapa inicial para con-

vertirse. primero, en organizaciones laborales y de asis­
tencia mutua, luego en «pósitos» de pescadores, para,
en época más reciente y recuperando su antigua deno­
minación, pasar a ser corporaciones de derecho público.

Son también necesidades económicas las que ahora
aconsejan que. manteniendo la tradición de una insti­
tución tan arraigada entre las gentes del mar, se propicie
en la misma una evolución de cara a nuevas formas
de actividad que vienen en cierta medida impuestas por
el marco de relaciones económicas en el que estamos
insertos como consecuencia de nuestra integración en
Europa.

Constituye así el aspecto más novedoso de la nueva
regulación la posibilidad legal. que no imposición. de
que las cofradías dediquen en su organización una sec­
ción especial para realizar actividades en los campos
relativos a la organización y comercialización de los pro­
ductos pesqueros. propiciando así el que puedan obtener
reconocimiento como organizaciones de productores al
amparo del Reglamento de la CEE número 3.687/1991,
del Consejo, de 28 de noviembre de 1991.

Por otra parte, se dibujan más claramente los perfiles
de lo que constituye una de las facetas clásicas de las
cofradías en cuanto organismos de consulta y colabo­
ración con la Administración pública. erigiéndose así en
uno de los cauces más eficaces para que los poderes
públicos puedan reconocer y dar respuesta en cada
momento a las múltiples inquietudes que del sector pes­
quero surgen hoy.

No es intención de la Ley entrar en la regulación
casuística de todos y cada uno de los aspectos relativos
a las cofradías. Bien es cierto que la vida corporativa
en el sector pesquero es muy rica y que está llena de
matices y, por otra parte, son muchos los aspectos que
precisan de una regulación legal. pero la Ley no puede
aspirar a recogerlos todos sino tan sólo aquellos que
se consideren básicos. y. de entre ellos. los que definen
un cambio de orientación que parece inevitable.

Por todo lo expuesto, el Parlamento de Galicia aprobó,
y yo. de conformidad con el artículo 13, 2. del Estatuto
de Galicia y con el artículo 24 de la Ley 1/1983. de
23 de febrero, reguladora de la Xunta y de su Presidente.
promulgo. en nombre del Rey. la Ley de Cofradías de
Pescadores de Galicia.

Artículo 1.0 Definición.-1. Las cofradías de pes­
cadores son corporaciones de derecho público. dotadas
de personalidad jurídica y capacidad de obrar para el
cumplimiento de los fines y el ejercicio de las funciones
que les están encomendadas. que actúan como órganos
de consulta y colaboración con la Administración en la
promoción del sector pesquero y representan intereses
económicos y corporativos de los profesionales del sec­
tor. sin perjuicio de la representación que poseen las
organizaciones de empresarios y trabajadores de la pes­
ca.

Las cofradías pueden, asimismo. desarrollar activida­
des propias de organización y comercialización de la
producción en el sector pesquero, marisquero y de la
acuicultura.

2. Las cofradías quedan sujetas a la tutela de la
Administración pública gallega. que será ejercida a través
de la Consellería de Pesca, Marisqueo y Acuicultura.

Art. 2. 0 Normas de aplicación yestatutos.-1. Las
cofradías de pescadores se regirán por lo dispuesto en
la presente Ley, por las normas reglamentarias que la
desarrollen y demás disposiciones de aplicación. así
como por sus respectivos estatutos. En todo caso ajus­
tarán su estructura y funcionamiento a los principios
democráticos.

2. Las cofradías elaborarán y aprobarán en el seno
de sus respectivas asambleas los estatutos por los que
regirán su actuación. que habrán de someter posterior-


